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  Prólogo a la edición digital




  Han pasado 4 años desde que este libro viera la luz en mayo de 2012. Entre tanto, múltiples hechos de gran relevancia política han tenido lugar en Venezuela. Baste con señalar, como acontecimientos destacados, que Hugo Chávez falleció tras 14 años en la presidencia de la república, que Nicolás Maduro le sucedió en el cargo y que los precios del petróleo disminuyeron sensiblemente. Como consecuencia de todo ello, el apoyo de la base chavista al régimen decreció, un largo y crudo ciclo de protestas tuvo lugar en el año 2014 y la oposición logró obtener dos tercios de los curules en la Asamblea Nacional a finales de 2016. En otras palabras, las bases de la estabilidad del régimen instaurado por la llamada Revolución Bolivariana se vieron severamente afectadas desde el año 2012, al menos en lo que respecta a la gobernabilidad democrática.




  La respuesta del gobierno de Maduro ha consistido en profundizar las tendencias autocráticas e incluso totalitarias del chavismo, visibles desde hace muchos años. La represión de la oposición política ha alcanzado cotas que el propio Hugo Chávez procuró evitar. Las políticas económicas del gobierno han llevado al país a una situación asfixiante. Los servicios de electricidad, agua y salud experimentan un severo deterioro. Un país petrolero que acaba de experimentar diez años de la mayor bonanza de su historia se acerca hoy a la posibilidad de experimentar hambrunas y comienza a ser considerado mundialmente como un estado fallido. Saqueos y linchamientos se han ido convirtiendo en hechos cotidianos a lo largo de 2016, mientras las fronteras entre el Estado y el crimen organizado cada vez son más difusas.




  En resumen, se han hecho realidad varios de los peores pronósticos que hace unos años se perfilaban para Venezuela, y ya nadie –o casi nadie– se atreve a decir que tal o cual cosa no puede ni podrá pasarle a nuestra sociedad porque “nosotros, los venezolanos, no somos así”. Ingrávido argumento bastante repetido en el pasado reciente y sobre cuyos fundamentos habrá que reflexionar de manera honesta, realista y concienzuda durante los años por venir.




  Ante semejante panorama, cabe entonces preguntarse: ¿qué habríamos estado dispuestos a hacer hace dos, tres, doce o diecisiete años, si entonces hubiéramos podido prever la situación a la cual íbamos a llegar? ¿Habríamos hecho algo más de lo que hicimos por defender nuestra libertad? Son preguntas a las que resulta imposible ofrecer respuesta cierta, interrogantes que sólo sirven al propósito de intentar comprender el sentido y (des)acierto de nuestras acciones. Sin embargo, y sobre el conocimiento que posibilita la experiencia, es posible hacerse las mismas preguntas de cara al momento actual: a estas alturas, y en medio de la insólita situación que vivimos, ¿somos capaces de imaginar que las cosas pueden ponerse mucho peor? Y en caso afirmativo, ¿hasta dónde estaríamos dispuestos a llegar en estos momentos por tratar de impedirlo? ¿De qué modo lo haríamos? ¿Es posible hacerlo ahora, cuando el deterioro de nuestra sociedad e instituciones ha avanzado tan devastadoramente? Lo cierto es que siempre es posible hacer algo, aunque los costos vayan en aumento.




  En cierto sentido, las mayores tragedias de la historia sobrevienen como consecuencia de nuestra incapacidad para imaginarlas, para creer que son posibles. Nuestra ceguera a la hora de lidiar con eso que damos en llamar el mal necesariamente pasa por las dificultades inherentes a cualquier intento de definir y comprender, precisamente, la inasible y desconcertante naturaleza del mal. No obstante, la experiencia reciente parece confirmarnos que aquello de que “el diablo se esconde en los detalles” es una gran verdad cuando de comprender el mal se trata. Las grandes tragedias suelen sobrevenir como consecuencia de la reiteración de pequeñas ofensas y excesos que van escalando hasta cotas difíciles de imaginar. Ese tipo de cosas que, en definitiva, se intenta ignorar o dejar de lado cuando de apaciguar se trata.




  El apaciguamiento se funda en la esperanza de que ciertas concesiones puntuales, no siempre exentas de algún dejo de vergüenza, aplacarán las ambiciones del agresor o transgresor. La verdad es que dicha medida funciona en muchas ocasiones, pero no en todas. Tal como se sostiene en este libro, lo crucial a la hora de intentar apaciguar a un adversario es saber si éste es capaz de respetar algún tipo de límites. Al día de hoy, se hace muy difícil determinar los límites que han conocido o pudieran llegar a conocer los conductores de la Revolución Bolivariana, quienes, después de todo, se han revelado como maestros consumados en el arte del exabrupto continuado.




  Igualmente, cabe preguntarse qué tipo de consideraciones llevaron a algunos –y especialmente a ciertos políticos, sobre todo a los más veteranos– a menospreciar o pasar por alto la capacidad destructiva y la naturaleza corrosiva del chavismo, hasta que las nefastas consecuencias del proceso revolucionario se hicieron tan patentes como su capacidad para atornillarse en el aparato del Estado. Esa falta de reflejos, esa dificultad para comprender la naturaleza de la amenaza y para actuar en consecuencia, es atribuible a múltiples y variopintas causas que aquí no abordaremos en profundidad; por fortuna, con el paso del tiempo tales actitudes han tendido a desaparecer. No así la opción por el apaciguamiento, que ya a estas alturas no cabría de ningún modo atribuir a la ingenuidad o la inexperiencia.




  Al momento de escribirse la presente nota a la edición digital de este libro, la Mesa de la Unidad Democrática acomete el imperativo del cambio político por la vía de un nuevo referéndum revocatorio. Afortunadamente, “la historia enseña por analogía, no por identidad”, y sólo la facultad del juicio –tal como insistiera Hannah Arendt– puede ayudarnos a determinar cómo y en qué medida nuestras consideraciones sobre el pasado pueden llegar a representar una enseñanza para el presente o el futuro. Este libro fue escrito, precisamente, con el propósito de constituirse como un elemento más para ese tipo de juicios, tratando de impedir que olvidemos cómo –al menos para el lapso de una o dos generaciones– se perdió la república. Se intenta, en definitiva, contribuir a configurar una memoria de nuestra historia reciente; una memoria que pretende ir hasta esas moradas del diablo que son los detalles, porque sólo prestando atención a los detalles podemos percatarnos de cuándo el apaciguamiento nos lleva por mal camino (por cierto, vale la pena recordar que la palabra griega διαβόλως –diavolos–, el agente del mal, designaba originalmente a quien divide la polis mediante la infamia y la calumnia).




  El propósito de no pasar por alto los detalles se ve aquí reflejado en varios cientos de enlaces a sitios en Internet que se incluyen en las notas a pie de página a lo largo de todo el libro. Lamentablemente, muchos de ellos están hoy en día “rotos”; esto es, no se encuentran operativos, con lo cual el lector no podrá en todos los casos acceder directamente a los artículos y documentos revisados por el autor. El caso más notorio es el del diario El Universal, asiduamente consultado a lo largo de esta investigación y que recientemente restringió la posibilidad de acceder libremente a sus archivos en línea. Esperamos que en algún momento se restablezcan. Entre tanto, se ha optado por mantener todos los enlaces disponibles para el lector en la edición digital, estén o no “rotos”, con el fin de preservar al máximo la rigurosidad del relato y de la interpretación del autor.




  Cabe señalar que la edición digital es idéntica a la que se publicó en papel en mayo del 2012, salvo por la corrección de varios gazapos y de un puñado de expresiones poco precisas que sobrevivieron en su oportunidad a la revisión editorial. El lector cuenta así con la seguridad de que la obra disponible en digital es exactamente igual al libro que fue publicado en físico, con todas sus virtudes y defectos.




  Miguel Ángel Martínez Meucci


  Caracas, 16 de mayo de 2016.
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  Introducción




  ‘Appeasement’, where it is not a device to gain time, is the result of an inability to come to grips with a policy of unlimited objectives.




  Henry Kissinger, A World Restored




  Este libro fue escrito con el propósito de responder a una pregunta que,

con toda seguridad, se han hecho millones de venezolanos y otros tantos

extranjeros: ¿cómo llegamos aquí los venezolanos? Dicha pregunta, reformulada

de forma algo más compleja, da pie a las siguientes interrogantes:

¿cuál es la verdadera naturaleza del conflicto vivido recientemente en

Venezuela? ¿Quiénes han constituido los grupos en conflicto? ¿Qué tipo

de régimen es la «Revolución Bolivariana»? ¿Cómo y por qué se tomaron

las decisiones que se tomaron, especialmente en los momentos más decisivos

de los últimos años? Y también, de forma más concreta, es factible

preguntarse ¿qué papel jugó la intervención multilateral internacional,

encabezada por la OEA y el Centro Carter, durante ese período?




  Para responder a tales interrogantes, el autor consideró necesaria,

en primer lugar, una minuciosa reconstrucción cronológica de los hechos

acaecidos durante el período más álgido del conflicto; a saber, la etapa

comprendida entre los años 2001 y 2005. Los resultados de esta reconstrucción

detallada se ofrecen a lo largo de los capítulos II, III, IV, V, VI y

VII. En efecto, el relato presentado en tales secciones (así como también

en el capítulo I, dedicado a los antecedentes del período 2001-2005) va

mucho más allá de lo periodístico y se adentra en el terreno de lo político

y de lo histórico. El objetivo: rastrear la manera en que se fueron sucediendo,

concatenando y enfrentando las percepciones, los intereses y las

decisiones de los principales actores, hasta hacerlas plenamente inteligibles

para el lector. Con esta parte «narrativa» del libro (que ocupa alrededor

de un 70% de su extensión total) se busca, sobre todo, rescatar el carácter

incierto y dilemático de las situaciones en las que se vieron involucrados

los principales protagonistas de nuestra historia reciente.




  En aras de alcanzar dicho objetivo se intenta presentar los hechos,

no como si estuvieran conducidos por el destino o claramente predeterminados

en función de condiciones estructurales, sino como consecuencia

de una sucesión de decisiones que perfectamente pudieron haber sido

diferentes, pero que en su momento obedecieron a razonamientos que,

por aquel entonces, resultaban plausibles. De esta manera, el lector que

vivió en carne propia esa época de zozobra podrá revisar la evolución de

sus propias opiniones sobre este conflicto, rememorando dónde estaba en

cada episodio y qué pensó frente a cada uno de aquellos acontecimientos;

por su parte, el lector que no conoció tal época podrá ir más allá de

las explicaciones teóricas que se elaboran desde el presente, y acercarse a

comprender la forma en que dichos acontecimientos fueron vividos por

los venezolanos de aquel momento. La cronología ubicada al final del libro

será especialmente útil para el lector durante la revisión de los capítulos

que van del II al VII, ya que su consulta frecuente le ayudará a no perderse

a lo largo de todos los hechos allí reseñados. Asimismo, dicha cronología

le suministrará una base mínima para comprender mejor la relación que

existió entre los hechos que tenían lugar dentro y fuera de Venezuela.




  En la segunda parte de este libro, que engloba los capítulos VIII, IX,

X y XI, se presenta una síntesis de varios análisis realizados por el autor

durante los últimos años, los cuales tienen por objeto responder, desde el

ámbito de la teoría/ciencia política, a las interrogantes planteadas al inicio

de esta introducción. La interpretación teórica y formal, que sirve de eje a

la reconstrucción «narrativa» presentada en la primera parte del libro, está

firmemente anclada en la argumentación de carácter teórico/analítico presente

en estos últimos cuatro capítulos. Así, al llegar a esta segunda parte,

el lector podrá reconocer (sobre la base de los hechos reconstruidos en los

primeros capítulos) los elementos allí articulados y comprender mucho

mejor los argumentos que se ofrecen en esta segunda sección.




  Veamos cómo están organizados estos capítulos teórico/analíticos. El

capítulo VIII –titulado «Breve anatomía de dos regímenes en conflicto»–

se centra en la comprensión de todo lo que implica y representa la democracia

como régimen de gobierno. Allí se intenta reconocer las características

de los dos regímenes que se han mantenido en conflicto durante los

últimos años en Venezuela, así como la forma en que ambos comprenden

y practican la democracia. El capítulo X –denominado «Defunción de la 'democracia liberal'»– presenta un análisis detallado

del proceso de «gestión de crisis» y «diplomacia preventiva» que diversos

actores externos desarrollaron en Venezuela luego del breve derrocamiento

de Hugo Chávez en abril de 2002, y durante más de dos años. Dicho

análisis resultará sumamente diáfano para el lector, previamente familiarizado

con los hechos descritos en la primera parte del libro. El capítulo

X –titulado «Evolución de algunas variables importantes»– simplemente

pretende mostrar cómo ciertas variables parecen haber resultado cruciales

en el desenvolvimiento de los acontecimientos. Sin pretender establecer

estrictas relaciones de causalidad entre la evolución de dichas variables y

los hechos descritos en el libro, el autor sistematiza una serie de datos con

la finalidad de sugerir la importancia de algunas variables. El lector, con

toda la información acumulada hasta entonces, podrá establecer sus propias

conclusiones al respecto. Por último –y considerando que este libro surgió

como derivado de una investigación doctoral que se propuso analizar y

evaluar el proceso de facilitación que condujeron la OEA y el Centro Carter

en Venezuela–, en el capítulo XI, titulado «Balance general del proceso

de negociación/facilitación», se sopesan los logros y carencias del proceso

de facilitación externa en Venezuela. Igualmente, en ese último capítulo

se hacen algunas consideraciones con respecto a las consecuencias que las

decisiones tomadas en el período 2001-2005 produjeron para el país en

tiempos presentes y de cara a nuestro futuro cercano.




  Desde el principio conviene tener presente que este libro está articulado

en torno a un planteamiento general: lo que se entiende por «democracia»

hoy en día, en el ámbito de la Modernidad, es lo que en teoría política se

denomina «democracia liberal». El principio básico de la democracia (de

toda democracia) es que el gobierno se ejerce en función de la voluntad de

las mayorías. Tal principio ha guiado a las democracias desde sus orígenes

en la antigua Grecia hasta nuestros días; sin él, resulta imposible hablar de

democracia. No obstante, a partir del estallido de las revoluciones

estadounidense y francesa, y con la entrada de lleno en la Modernidad política,

ese predominio de la voluntad mayoritaria se vio acompañado (y atemperado)

por nuevos elementos de suma importancia, tales como la división

de poderes, el régimen de libertades individuales, el Estado de Derecho y el

constitucionalismo, entendido este último como el conjunto de garantías

legales que protegen a los individuos del poder del Estado y de la voluntad

(siempre cambiante y circunstancial) de las mayorías. Sin estos elementos,

el individuo no significaría lo que significa hoy para la sociedad: no

se prestaría demasiada atención a lo que este siente, opina y desea, sino

más bien a lo que los demás (las mayorías) requieran de él. Estos elementos,

añadidos por el liberalismo político a la vieja idea de democracia, son

tan importantes que los derechos humanos solo pudieron surgir a la par

de su conceptualización en el ámbito de la Modernidad. Por lo tanto, la

democracia que conocemos hoy en día es la democracia liberal.




  Sin embargo, a las puertas del siglo XXI, la democracia liberal se

encuentra en franco retroceso en varias partes del planeta, siendo América

Latina una de ellas. Esta situación se produce en buena medida como

consecuencia de dos factores. En primer lugar, la aparentemente generalizada

pérdida de confianza en esta forma de gobierno, debido a causas

tan trascendentales como la falta, en muchas sociedades, de un desarrollo

suficiente e igualitario en el ámbito económico, o a razones seguramente

menos estudiadas, como son el cambio generacional y el hastío frente a lo

convencional. Lo cierto es que con frecuencia se achacan la pobreza material

y la falta de felicidad colectiva a la inoperancia de las instituciones de

la democracia liberal (debido a su supuesto «eurocentrismo», conservadurismo,

rigidez, formalidad, apropiación por parte de los poderosos, etc.),

razón por la cual estas terminan siendo sacrificadas o desvirtuadas.




  En segundo lugar, está el optimismo creciente que parecen generar,

con cada vez mayor frecuencia, otras formas políticas alternativas, utopías

que surgen bajo la expectativa de encarnar democracias radicales, mayoritarias,

plebiscitarias, participativas o directas que, sin embargo, con demasiada

frecuencia terminan disfrazando o degenerando en regímenes autoritarios

o autocráticos, los cuales efectivamente logran desmantelar o banalizar las

instituciones de la democracia liberal, pero sin superar las desigualdades

económicas y contribuyendo, además, a aumentar la conflictividad a nivel

nacional e internacional. Se da así la circunstancia de que una democracia

liberal pueda ser desmontada de forma lenta, progresiva, sistemática

y, paradójicamente, mediante mecanismos democráticos.




  Frente al avance de estas formas políticas que a menudo representan,

para muchos países, o bien un retroceso ostensible de sus democracias, o

bien una democratización insuficiente, las democracias liberales (o mejor

dicho, los demócratas liberales) no parecen saber muy bien qué hacer.

La relativa lentitud con la que ciertos movimientos políticos destruyen o

vulneran los elementos modernos de una democracia, así como el hecho

de proceder «legalmente», suelen generar confusión y pasividad. En estos

casos, suele suceder que la oposición política de un país no cuenta con

la fuerza necesaria para preservar sus instituciones, y que tampoco recibe

un respaldo firme y decidido de parte de otras democracias liberales. Se

constata así que, por un lado, existe una carencia de mecanismos eficaces

a nivel internacional que ayuden a preservar la democracia liberal en los

países que ya disfrutan de ella (o a consolidarla allí donde aparece); por

otra parte, a veces no existe la voluntad política para ayudar en esa tarea

o, lo que es peor, no existe ni siquiera conciencia de la importancia de lo

que es necesario preservar en medio de los procesos de necesario cambio.

Muy a menudo los intereses nacionales o particulares se imponen sobre

lo que (tal como sostenía sir Winston S. Churchill) parece ser el menos

malo de los tipos de gobierno que han existido hasta ahora. Así las cosas,

nos encontramos con que se peca tanto por exceso como por defecto; si

en ocasiones se desencadenan guerras y golpes de Estado con la alegada

intención de defender la democracia liberal, en otras ocasiones simplemente

se termina cediendo ante los hechos consumados.




  Es en este último caso (el retroceso experimentado por ciertas democracias

liberales frágiles) cuando viene a la mente el concepto de «apaciguamiento», traducción castellana del término anglosajón appeasement. En

inglés, y según el Merriam-Webster Online Dictionary, esta palabra significa

literalmente «to buy off (an aggressor) by concessions usually at the sacrifice

of principles» [sobornar a un agresor, usualmente al costo de sacrificar

principios]. También ha sido definido por el Cambridge Advanced Learner’s

Dictionary como «to prevent further disagreement in arguments or war by

giving to the other side an advantage that they have demanded» [prevenir

desacuerdos futuros en una disputa o guerra, mediante la cesión al otro

bando de una ventaja por él demandada]. El vocablo ha sido empleado a lo

largo de la historia para designar la política de contemporización empleada

por Gran Bretaña, y más concretamente por el primer ministro Chamberlain

y su ministro de Asuntos Exteriores, lord Halifax, para tratar con la Alemania

liderada por Adolf Hitler durante los años previos a la Segunda Guerra

Mundial. Hoy en día podría usársele, quizás, para designar la progresiva

claudicación de las democracias liberales frente a los retos que imponen

los regímenes que las contravienen o amenazan, como consecuencia de la

perplejidad, la inconsciencia o la satisfacción de intereses inmediatos por

parte de quienes llevan las riendas de los países democráticos.




  A menudo se hace referencia al apaciguamiento como una política

deliberada, como un conjunto de decisiones conscientes, expresamente

orientadas a satisfacer las demandas de un adversario para que este renuncie

a la agresión. Sin embargo, lo que en realidad suele pasar es que, en medio

de una confusión generalizada, el agresor va tomando lo que quiere por

la fuerza, mientras sus adversarios se ven obligados a aceptar esas pérdidas

como hechos consumados, e incluso legales. Tal como señala Henry Kissinger

en A World Restored, el apaciguamiento suele ser el «resultado de

una inhabilidad» para entenderse con oponentes de objetivos ilimitados.

En otras palabras, más que tratarse de una política deliberada, el apaciguamiento

suele ser lo que queda de una serie de concesiones que resultaron

inútiles porque desde un principio los responsables de tomar las decisiones

no tuvieron clara conciencia de la naturaleza y dimensiones del problema

que estaban enfrentando. Así, el término «apaciguamiento» generalmente

comienza a sonar como hipótesis interpretativa cuando el deterioro de la

situación en un «momento B» induce a pensar en la conveniencia de haber

ofrecido en un «momento A» una respuesta más coherente y eficaz, cuando

aún había tiempo para ello y a un costo relativamente reducido.




  Con todo, es preciso tener presente que el apaciguamiento puede

ejercerse desde una posición de debilidad o de fuerza; esto es, frente a un

adversario más fuerte, que representa una amenaza existencial, o ante un

oponente más débil, cuyas amenazas no son verdaderamente importantes.

Tal como señaló el propio Churchill: «Appeasement in itself may be good or

bad according to the circumstances. Appeasement from weakness and fear

is alike futile and fatal. Appeasement from strength is magnanimous and

noble and might be the surest and perhaps the only path to world peace»

[el apaciguamiento en sí puede ser bueno o malo, según las circunstancias.

El apaciguamiento desde la debilidad y el miedo es tan inútil como fatal. El

apaciguamiento desde la fuerza es magnánimo y noble, y podría ser el más

seguro y quizás el único camino hacia la paz mundial] (citado por Ripsman

y Levy, 2008: 153). Por lo tanto, para determinar el grado de acierto de

una actitud apaciguadora, se hace necesario estudiar cada caso particular,

y preferiblemente después de haber dejado pasar cierto tiempo.




  En tal sentido, la historia política ha de servir para ayudarnos a

calibrar hasta qué punto (y cuándo) las actitudes apaciguadoras resultan

acertadas o no. Por lo tanto, es imprescindible que los defensores de la

democracia liberal sean conscientes de sus decisiones (tanto como lo permitan

las circunstancias) frente a una situación cada vez más frecuente en

la actualidad, como es el progresivo desmantelamiento de las instituciones

de la democracia liberal en diversas partes del mundo. Tal problemática

requiere, hoy en día, que los demócratas liberales ofrezcan un conjunto de

respuestas más firmes, más decididas, más creativas, más solidarias entre

los diversos estados regidos por democracias liberales, las cuales necesariamente

pasan por extremar los recursos del derecho y la diplomacia para

salvaguardar, a toda costa, el correcto funcionamiento de las instituciones

que garantizan la libertad y la igualdad de los ciudadanos ante la ley. Con

toda probabilidad este tipo de medidas ayudaría a preservar, además, la

paz entre las naciones, ya que es bien sabido que rara vez las democracias

liberales hacen la guerra entre sí. Se trata de defender los mejores atributos

del régimen que hasta ahora se ha demostrado más capaz de satisfacer,

de manera eficaz, legítima, pacífica y justa, la mayor cantidad de intereses

de los ciudadanos que las conforman, respetando además la pluralidad

natural de toda sociedad.




  La presente investigación bien puede ser considerada como el estudio

de un caso en el que se verifica la problemática anteriormente señalada.

Venezuela ha vivido durante los primeros años del presente siglo un

conflicto que claramente ejemplifica y recrea los dilemas expuestos en los

párrafos anteriores. Se trata de un caso demasiado reciente, hasta el punto

de que todavía se encuentra en curso, circunstancia por la cual se hace

difícil mantener un tratamiento equilibrado y sereno del tema, más aún

cuando buena parte de la información disponible suele estar marcada por

su orientación partidaria. Tal como suele pasar en todo conflicto, la mutua

descalificación y el encasillamiento en la propia visión ha solido ser una

pauta en muchos de los intentos de comprensión acerca de lo recientemente

acontecido en Venezuela.




  Por tales razones, a lo largo del presente estudio se trabajó siempre

con la firme determinación de comprender las posturas, motivaciones e

intereses de los actores involucrados, tomando en cuenta tanto la forma

en que los actores se perciben a sí mismos como la caracterización que

pudiera corresponderles desde el punto de vista de la teoría política. En

función de respetar estos dos criterios, se parte de tres premisas que posiblemente

restan atención a algunos aspectos importantes, pero que nos

parecen plenamente justificadas: 1) la aceptación de la legitimidad de los

intereses buscados por las partes en conflicto, de acuerdo con sus propios

principios, percepciones y valores, en el entendido de que 2) los actores

políticos son fundamentalmente racionales en la búsqueda de la satisfacción de sus intereses, lo cual se refleja en 3) una ineludible e inteligible

relación entre su discurso y la orientación de sus prácticas políticas, más

allá de las contradicciones, cambios de perspectiva y maniobras de engaño

en los que pudieran incurrir.




  Pensamos que solo partiendo del reconocimiento de esta coherencia

primordial entre valores, interés y discurso de las partes en conflicto se

puede elaborar una interpretación que, más allá de las valoraciones particulares

del autor, se fundamente sobre un análisis riguroso, razonable y

sistemático que se aproxime a captar satisfactoriamente la naturaleza del

conflicto político aquí estudiado. Se trata así de comprender la racionalidad

propia de los actores, desde la convicción de que dicha racionalidad

efectivamente existe, con la finalidad de identificar y entender las bases

reales sobre las cuales se asienta el conflicto analizado y la naturaleza de

su evolución en el tiempo. Ahora bien, a partir de ese enfoque, es necesario

precisar que la línea teórica asumida, así como la posición personal

del autor, coinciden con los postulados de la versión liberal y moderna de

la democracia, desde la convicción (práctica y teóricamente sustentada)

de que este régimen ha logrado ofrecer el marco de convivencia más justa

desarrollado hasta ahora, en términos globales.




  Por último, no conviene cerrar esta introducción sin decir algunas

palabras con respecto a la metodología empleada. Esta se basó en la

revisión minuciosa de casi 14.000 artículos de prensa (principalmente del

diario El Universal), múltiples libros recientemente publicados, testimonios

de algunos protagonistas esenciales y diversos documentos de primordial

importancia (varios de ellos reproducidos en los anexos de este libro). El

énfasis se hizo en la revisión de prensa y no en las entrevistas, por diversas

razones. En primer lugar, a través de Internet existe hoy la posibilidad

de revisar y catalogar volúmenes de datos aparecidos en la prensa en un

modo que hace tan solo unos pocos años hubiera resultado prácticamente

imposible. En segundo lugar, la polarización que dio origen al conflicto

venezolano reciente persistía aún durante el tiempo en el que se realizó

esta investigación, razón por la cual la posibilidad de entrevistar a varios

de sus protagonistas resultó ser más exigua de lo deseado. En tercer lugar,

la revisión exhaustiva de prensa ofrece al método histórico aquí empleado

la posibilidad de ampliar su capacidad de interpretación histórico-política

en una forma que no permiten las entrevistas, puesto que con ello se logra

reseñar el comportamiento y el discurso desplegados por los actores en el

momento de los hechos, mientras que las entrevistas inducen al entrevistado

a reconstruir los acontecimientos desde una perspectiva mucho más

sesgada, donde median el paso del tiempo y el desenlace de los procesos.

Se trató de reducir así el efecto pernicioso que el interés particular y la

memoria selectiva suelen ejercer sobre la comprensión del pasado. Como

consecuencia de tan exhaustiva revisión de prensa, la versión original de

este libro contaba con más de 1.300 notas al pie de página, con las cuales

se sustenta hasta la más sutil de las afirmaciones del autor. Sin embargo,

de cara a esta edición, y con el propósito de facilitar su lectura, se prefirió

reducir su número en una proporción significativa. De todas formas, el

lector cuenta con la garantía de que casi la totalidad del contenido sustantivo

de dichas notas fue incorporado al texto principal, con la finalidad de

permitirle «escuchar» a los protagonistas en la forma más directa posible.




  Habiéndose derivado de una investigación doctoral, algunas secciones

de este volumen coinciden con versiones publicadas previamente (con

importantes modificaciones y por separado) como artículos arbitrados en

revistas especializadas. Por tal razón, el lector encontrará que, en algunos

pasajes del texto, el tono de la redacción y la argumentación es algo más

denso de lo que corresponde a trabajos de carácter, por ejemplo, más

periodístico. Sin embargo, se ha considerado que tal circunstancia, lejos

de representar un inconveniente, constituye seguramente una necesidad

a la hora de ofrecer al gran público una interpretación coherente y bien

sustentada con respecto a la conflictividad vivida por la nación durante

estos últimos años.




  Obviamente, la interpretación que se ofrece en este libro no será ni

la primera, ni la última, ni mucho menos la única válida que pueda surgir

al respecto. Es, simplemente, una entre tantas interpretaciones que se necesitan

para comprender la polémica y dolorosa dinámica de confrontación

política que embargó a la nación venezolana durante la última década. Su

aspiración más elemental es la de servir como material documental para

futuros estudios sobre la conflictividad política que registró Venezuela a

principios del siglo XXI; su sello característico es la voluntad de recordarnos

los dilemas que surgen y el carácter incidental o de acontecimiento que

marca cada episodio dentro de esa concatenación de hechos y decisiones

que luego damos en llamar «historia»; su propósito concluyente: recordarnos

que sin libertades individuales no es posible hoy la democracia, ni la

consecución de situaciones de paz, estabilidad y justicia.




  Capítulo I


  La república civil. Los antecedentes del conflicto 2001-2005




  El sistema populista de conciliación de las élites




  Venezuela, durante la primera mitad del siglo XX y hasta 1958, estuvo

regida por una sucesión de gobiernos militares, cuyos principales protagonistas

se caracterizaron por su común procedencia andina, concretamente

del estado Táchira, fronterizo con Colombia. Esta hegemonía militar se vio

interrumpida en una única ocasión, correspondiente al trienio 1945-1948.

Tal como ha señalado el historiador Carrera Damas, los requerimientos del

frente internacional contra el fascismo acercaron en Venezuela a marxistas

y militares, en una especie de tregua circunstancial que tuvo importantes

consecuencias políticas. Una de ellas fue que un grupo de jóvenes oficiales

«progresistas», que buscaban una mayor y más acelerada apertura del

sistema político, decidió dar un golpe de Estado al general Medina Angarita,

luego de haber acordado con Rómulo Betancourt, dirigente del partido

socialdemócrata Acción Democrática, la consolidación de una Junta

de Gobierno que rápidamente convocaría a elecciones abiertas y directas,

comicios en los que resultó electo el afamado escritor Rómulo Gallegos.

El nuevo gobierno, fuertemente influenciado por el APRA peruano, se

caracterizó por su retórica antiimperialista, su vocación popular y (nos

atreveríamos a añadir) cierta precipitación política, circunstancias que de

algún modo explican las inquietudes y temores que sembró en el ala más

derechista de las Fuerzas Armadas. La joven democracia fue derrocada en

1948 por un nuevo golpe militar que, más tarde, permitiría a Marcos Pérez

Jiménez conducir los destinos del país hasta 1958. Ese año, el dictador

se vio obligado a abandonar el poder y el territorio nacional, presionado

por las protestas y la falta de apoyos de buena parte del Alto Mando Militar,

así como por el descontento de amplios sectores de la población. La

conflictividad que durante décadas había caracterizado al sistema político

venezolano llegó a un punto de equilibrio con la firma de diversos acuerdos,

el más importante de los cuales fue el Pacto de Punto Fijo (nombre

de la casa de Rafael Caldera, en el futuro dos veces presidente).




  Uno de los más importantes politólogos venezolanos, Juan Carlos

Rey, se refiere al sistema político implantado a partir de entonces como

un «sistema populista de conciliación de las élites». Otros la llamaron

«democracia pactada». Se trató de un orden implantado por una coalición

multiclasista, originalmente con tendencias populistas, y basado en

un conjunto de acuerdos entre las distintas élites políticas del momento:

los militares, los industriales y grandes comerciantes, la Iglesia, los sindicatos

y los partidos políticos más representativos. Los distintos pactos

permitieron el establecimiento de un sistema democrático sobre la base de

unos consensos mínimos que favorecieron la conciliación entre las fuerzas

políticas más conservadoras (Alto Mando Militar, parte del empresariado

y ciertos sectores de la Iglesia) y las más progresistas (los partidos políticos

multiclasistas).




  Estos acuerdos denotan el grado de madurez política que para entonces

habían alcanzado tanto la sociedad venezolana en general, como los

líderes políticos en particular, madurez que en buena medida era fruto

de las largas luchas que durante décadas habían sostenido contra las dictaduras

militares y que ahora les permitía estar plenamente conscientes

de la necesidad de crear instituciones sobre la base de un gran consenso

nacional. El incuestionable liderazgo alcanzado por las cabezas de los principales

partidos políticos (AD, COPEI y URD), así como la progresiva

expansión de estos como mecanismos de articulación de la sociedad, les

permitió llegar a acuerdos respaldados por la gran mayoría de la población,

tal como lo atestiguan los elevados niveles de participación electoral

de la época. Venezuela instauraba así un sistema democrático (que, como

veremos a continuación, contaba tanto con ventajas importantes como

con debilidades estructurales) y lograba mantenerlo frente a embates de

diversa índole, en una época que marcó a América Latina con una sucesión

de terribles regímenes militares. Tal logro no fue fácil de mantener, ya que

la joven democracia venezolana tuvo que enfrentar amenazas internas y

externas, provenientes tanto de sectores de la derecha como de la izquierda.

Entre estas amenazas hemos de contar dos golpes de estado frustrados en

1962 (El Carupanazo y El Porteñazo, ambos protagonizados por sectores

de izquierda dentro del Ejército), el peligro latente de un golpe militar de

derecha y el desembarco, en 1967, de milicianos cubanos y venezolanos

en Machurucuto, a 140 km. de Caracas aproximadamente, uno de tantos

intentos por crear focos guerrilleros comunistas en nuestro país y derrocar

los gobiernos democráticamente electos de aquella joven democracia.




  Si bien Betancourt, primer presidente electo durante el período

democrático que se inicia en 1958, se distinguió en su juventud por cierto

radicalismo marxista y por su simpatía hacia la lucha desarrollada por

Fidel Castro desde la Sierra Maestra, como presidente se caracterizó por

una actitud mucho más moderada y centrista, considerada por las facciones

más radicales de la izquierda venezolana y global como entreguista

y

traidora. Betancourt, quien tanto protagonismo tuvo en el período 1945-

48 (cuando el gobierno democrático venezolano exigió a las compañías

petroleras extranjeras un aumento en la cuota de beneficios por la extracción

del crudo), consideraba, luego de la caída de Pérez Jiménez, que era

necesario mantener buenas relaciones con los Estados Unidos y con los

sectores más conservadores de la sociedad venezolana si se pretendía implantar

una democracia estable en el país. Esta actitud, que a nivel interno se

materializó en una democracia pactada, se vio también plasmada en la

política exterior a través de lo que se denominó la «doctrina Betancourt»,

esto es, la política de no reconocimiento y ruptura automática de relaciones

diplomáticas con todos aquellos gobiernos latinoamericanos que llegaran

al poder a través de medios inconstitucionales.




  En efecto, el gobierno de Betancourt a principios de los años sesenta

rompió relaciones con los gobiernos de El Salvador, Argentina, Perú,

República

Dominicana, Honduras y Ecuador, mientras que el siguiente

gobierno, con Raúl Leoni como presidente, rompió relaciones con los de

Brasil, Bolivia y Argentina. Por otro lado, el presidente venezolano dejó en

claro que las exportaciones de crudo a Norteamérica estaban garantizadas

y que no se permitiría una rebelión comunista en Venezuela (situación que

no varió incluso varios años después, cuando en 1975 la industria petrolera

fue nacionalizada). En otras palabras, la orientación estratégica de Venezuela

a partir de 1961 tomó un camino muy distinto al de Cuba, lo cual originó

el distanciamiento diplomático entre ambos países. De hecho, Betancourt

jugó un papel clave ese mismo año, cuando solicitó ante la Organización

de Estados Americanos la exclusión de Cuba del organismo hemisférico.




  El comportamiento de Betancourt jamás sería perdonado por Castro

ni por diversos grupos de la izquierda venezolana y global. De igual modo,

los dictadores de derecha tampoco se sintieron cómodos con la democracia

venezolana; como prueba de ello tenemos el atentado sufrido por Betancourt

en Caracas, urdido por el dictador dominicano Rafael Leónidas Trujillo,

o el asilo que distintos gobiernos venezolanos otorgaron a miles de

argentinos, chilenos y uruguayos durante los años setenta y ochenta. La

democracia venezolana fue lo suficientemente sólida como para mantenerse

en medio de una América Latina que se debatía entre dictaduras militares

y movimientos guerrilleros subversivos, e incluso cooperar activamente

en la región para facilitar los procesos de paz y proporcionar petróleo (al

igual que México) a precios preferenciales a los países miembros del Pacto

de San José. De igual modo, la defensa de la Constitución y la lucha antiguerrillera

(contra las guerrillas venezolanas de los años sesenta y setenta y

contra las guerrillas colombianas en la frontera occidental) fueron los ejes

fundamentales sobre los cuales se organizaron las Fuerzas Armadas.




  Es un hecho que el modelo político-económico conformado en

Punto Fijo permitió una acelerada modernización en muchos aspectos

de la vida nacional. Durante varias décadas, Venezuela registró la mayor

movilidad social de América Latina. El modelo económico de «sustitución

de importaciones» y de «crecimiento hacia adentro», con políticas de corte

keynesiano propugnadas por la Cepal, constituía la principal pauta a seguir

en América Latina durante esas décadas, y Venezuela no era una excepción.

Dicho modelo fue exitoso durante un buen tiempo, pero comenzó

a fallar en la década de los setenta. La renta petrolera permitió al Estado

promover y subsidiar la creación de un importante parque industrial; este,

sin embargo, nunca fue capaz de desarrollar altos niveles de productividad

y competitividad, debido a lo reducido del mercado y a la ausencia de

competencia. La renta también favoreció el aumento del consumo, pero

sin guardar relación con la capacidad de la sociedad para generar riqueza.

De igual modo, el crecimiento desproporcionado y progresivo del propio

aparato del Estado, sin adecuados canales de supervisión y control por

parte de la sociedad, lo hizo cada vez más oneroso, corrupto e ineficiente.

Por si fuera poco, el Estado venezolano también se endeudó fuertemente

en el exterior a partir de la década de los setenta.




  Como consecuencia de su condición rentista, Venezuela sufre recurrentemente

lo que los economistas denominan «enfermedad holandesa»,

esto es, altas presiones inflacionarias ocasionadas por un considerable ingreso

de divisas que son fruto de una renta (en este caso, petrolera) y no del crecimiento

de una producción diversificada y de una alta productividad. Los

significativos controles que el Estado imponía a la economía permitieron

represar los efectos de la inflación hasta 1983, cuando se desató el llamado

Viernes Negro; el gobierno se vio obligado a devaluar el bolívar, que

durante décadas había mantenido una relación con el dólar de 4,30 Bs./$,

a más de 7 Bs./$. Desde entonces, la moneda no ha dejado de devaluarse,

y los niveles reales de ingreso per cápita y productividad han tendido a

descender. Por otra parte, a las dificultades de índole económica es preciso

añadir las demográficas. Durante la dictadura de Pérez Jiménez, Venezuela

producía algo más de 3 millones de barriles diarios, más o menos lo mismo

que en 1988, pero mientras que en 1958 la población era de aproximadamente

unos 7 millones de habitantes, en 1988 superaba los 18,5 millones.

El crecimiento acelerado de la población, así como su modernización

y complejidad, se vieron además acentuados por la fuerte inmigración

proveniente del sur de Europa, América Latina, Medio Oriente y China.

No cabe duda de que el acelerado cambio cualitativo y cuantitativo de la

sociedad venezolana la hizo más difícilmente gobernable, siendo este uno

de los detonantes cruciales de crisis de la democracia pactada.




  Tal como veremos más adelante, a partir de la caída del mundo

soviético y la apertura global de los mercados, las presiones que imponían

la reordenación de las relaciones internacionales y la globalización contribuyeron

a herir mortalmente al sistema populista de conciliación de las

élites. A todo ello cabe sumar las críticas poco conscientes que diversos

sectores sociales lanzaban al sistema en general, sin duda incorporándose

como parte del problema y no de la solución. Diversos estudios de opinión

revelaron que la mayoría de la población afirmaba, a principios de

los noventa, que los partidos políticos no servían de mucho y que lo que

le hacía falta al país era «mano dura».




  Los años noventa: una década crítica. Globalización y liberalización económica




  En la década de los noventa, el orden internacional de la Guerra Fría

sufre un descalabro. El derrumbe del muro de Berlín y la supremacía global

de los Estados Unidos conllevan un período de transición e incertidumbre,

con innumerables consecuencias para los países del Tercer Mundo. El

fin de la influencia soviética, el surgimiento del Consenso de Washington

y la creciente hegemonía del libre mercado, entre otros, son factores de

nuevo cuño que ocasionarán el cambio de las relaciones internacionales

y que afectarán en mayor o menor medida a todos los países del planeta.

Una de las novedades más importantes fue la apertura de muchas economías

nacionales y la consiguiente necesidad de competir en un mundo

cada vez más globalizado. En el mercado petrolero, concretamente, múltiples

yacimientos que antes se encontraban dentro de la órbita soviética

se verían para entonces abiertos a los mercados internacionales, lo cual

significó una cierta disminución en el valor estratégico que durante más

de setenta años habían mantenido las reservas venezolanas de crudo, además

de impulsar tendencias a la baja en los precios del petróleo a mediados

de los noventa.




  En 1988 resulta electo por segunda vez Carlos Andrés Pérez, durante

cuyo período de gobierno el sistema político venezolano se vería sometido

a fortísimas convulsiones que, a la postre, ocasionarían su colapso

total. Pérez, cuyo primer mandato correspondió al período 1974-1979, era

conocido por su carisma y fuerte liderazgo en el seno del partido Acción

Democrática, y los venezolanos lo asociaban con la situación de los años

setenta, con aquella «Venezuela saudita» que tanto creció durante esa década,

debido a la crisis mundial de los precios del petróleo. Pérez fue reelecto,

en parte, bajo la ilusión de que aquella bonanza podría repetirse. Pero,

aunque durante su primer gobierno Pérez fue uno de los abanderados de

la sustitución de importaciones y del crecimiento hacia adentro en América

Latina, en su segundo ejercicio al frente de la presidencia optó por

una política económica distinta. Ante el ostensible cambio de la política

internacional, y asesorado esta vez por economistas de corte neoliberal,

Pérez decidió implementar una gran apertura de la economía venezolana

y apostó por un programa económico de choque, en vez de uno gradual,

al tiempo que implementó medidas sociales de carácter compensatorio,

mediante programas de alimentación, educación y salud. Se redujeron

aranceles y subsidios, se acometieron diversas privatizaciones y se implementaron

medidas para la reducción del gasto público y el déficit fiscal. En

definitiva, en 1989, apenas ocupada de nuevo la Presidencia de la República,

el veterano presidente comenzó a aplicar las medidas del Consenso de

Washington, súbitamente y sin negociar previamente su aplicación con los

distintos sectores políticos y sociales de la nación. Una de esas medidas era

el aumento del precio de la gasolina, que desde siempre se ha encontrado

fuertemente subsidiada por los distintos gobiernos en Miraflores.




  La sociedad venezolana nunca aceptó de buena gana aquellas medidas.

Las críticas se extendían desde los sectores más pobres hasta buena

parte de las élites. Es difícil determinar con rigor cómo y por qué, pero lo

cierto es que, durante la mañana del 27 de febrero de 1989, disturbios y

saqueos sacudían la ciudad de Guarenas. El fenómeno se extendió como

la pólvora por otras zonas de la Gran Caracas y para el día siguiente se

registraban incidentes de gravedad en muchas de las principales ciudades

del país. Durante una semana, Venezuela se encontró casi completamente

paralizada. Se trató del llamado Caracazo, un estallido social de grandes

dimensiones que se materializó principalmente en violentos saqueos

y pillajes en las principales urbes venezolanas, y que el gobierno decidió

reprimir sacando el Ejército a las calles. Las cifras oficiales hablaban de

alrededor de 400 muertos como saldo final de aquella vorágine de caos

y violencia.




  Aunque existe un consenso general que afirma la espontaneidad de

estos incidentes, ello no se encuentra del todo probado. La simultaneidad

con que se dieron estos acontecimientos, así como su inusitada virulencia,

generan dudas razonables en torno a la posibilidad de que ciertos

grupos políticos radicales los hayan promovido. Adicionalmente, algunas

personas sostienen que la transmisión de las imágenes de los saqueos por

parte de los medios ayudó involuntariamente a su propagación por todo

el país; los más críticos incluso acusaron a la prensa de promover la ola

de saqueos. En todo caso, queda claro que Carlos Andrés Pérez (CAP)

se vio sometido a un acoso incesante por parte de la prensa venezolana

durante todo su mandato. No fue el único sector que lo fustigó sin cesar.

Su propio partido, Acción Democrática, no lo apoyó decididamente; las

clases populares resentían el peso de la represión del 27 y 28 de febrero,

así como las consecuencias del nuevo modelo económico, y buena parte

del sector industrial estaba descontento ante la nueva necesidad de competir

abiertamente con mercancías extranjeras más baratas que las suyas,

habiendo perdido una porción considerable de la protección estatal en

forma de subsidios y aranceles. Si bien el sector comercio registró un auge

impresionante de las operaciones y el PIB se incrementó significativamente,

el clima que se respiraba era de descontento y de deslegitimación de los

partidos y de la política en general.




  Es indudable que el Caracazo hirió severamente al entonces recién

electo gobierno de CAP. Las fechas del 27 y 28 de febrero de 1989 representan

un hito de ruptura en el imaginario colectivo venezolano. Antes de

esos acontecimientos, Venezuela representaba hasta cierto punto una gran

excepción dentro del cuadro política y económicamente frustrante que ha

solido caracterizar a América Latina. La imagen de un país petrolero con

un ritmo de crecimiento económico respetable, que había atraído a cientos

de miles de inmigrantes, que ofrecía libertades y oportunidades a sus

ciudadanos, que podía redistribuir su riqueza entre ellos y que se mantenía

al margen de los conflictos violentos que habían asolado a muchos otros

países latinoamericanos, entró en crisis. Aquella nación que, de modo

similar a Argentina o Uruguay, había logrado consolidar una importante

y próspera clase media, y que además se había distinguido por conquistas

sociales de importancia y por mantener una respetable democracia en

medio de feroces dictaduras y subversiones guerrilleras que oprimían la

región, demostraba ahora que la crisis que desgastaba su sociedad y su sistema

político no era solo puntual, sino estructural.




  De este modo, febrero de 1989 significó una toma de conciencia,

repentina y traumática pero también parcial, de las tremendas fallas de un

sistema político basado en la satisfacción de los diversos sectores organizados

de la sociedad mediante el reparto de la renta petrolera recaudada

por el Estado. Se trataba de una sociedad dominada por unos partidos

políticos poco flexibles, cada vez menos acostumbrados al debate ideológico,

cuyos ámbitos de influencia directa abarcaban prácticamente todas las

organizaciones de la vida pública del país, que habían extendido sus redes

clientelares por todo el Estado, haciéndolo ineficiente y desmesurado. La

administración estatal del recurso petrolero en un sistema presidencialista

había significado, en la práctica, que el partido político que ejercía temporalmente

las funciones de gobierno disponía de un gigantesco poder,

difícilmente controlable por la sociedad y por los organismos de contrapeso

de todo sistema.




  El país político constataba así, en forma verdaderamente drástica, el

malestar de amplios sectores de la sociedad que se sentían desfavorecidos,

marginados y no representados en el sistema democrático vigente, y que

claramente constituían la mayoría. Los más pobres eran, como siempre,

quienes primero resentían los embates de la ineficiencia económica; su

vínculo con los partidos se había ido debilitando con el paso del tiempo.

Las clases medias, por su parte, habían prosperado durante las décadas

anteriores y estaban acostumbradas a un nivel de vida que se les escurría

entre las manos, con lo cual se sentían cada vez menos representadas por

los partidos políticos. Y ni siquiera entre las élites políticas, económicas e

intelectuales se manifestaba un particular entusiasmo en relación con el

sistema político de la época. El desencanto generalizado con la política en

general, y con el sistema de partidos en particular (desencanto que era en

parte fundamentado y en parte morbosa e inconscientemente alimentado)

resume la perspectiva general que caracterizaba entonces a la sociedad

venezolana.




  Sería esta la situación en la que Hugo Chávez entraría en la escena

política del país. No en balde el clima de malestar y descomposición

política y social creó condiciones propicias para la irrupción de nuevos

actores; seguramente eran más bien pocos quienes imaginaban que entre

estos podría encontrarse el joven militar barinés, recientemente ascendido

al grado de teniente-coronel en el Ejército venezolano, a quien le gustaba

pensar en sí mismo como líder de un proyecto revolucionario. Ya que se

trataba de un militar, la vía de las armas era, por supuesto, la más accesible

para dar curso a dicha revolución. Tres años después del Caracazo,

en la madrugada del 4 de febrero de 1992, CAP se encontraba de regreso

de un viaje oficial a Suiza, luego de asistir al Foro Mundial de Davos. En

una circunstancia que no deja de tener un alto contenido simbólico, poco

después de que el presidente venezolano regresara de la cúspide del capitalismo

mundial, varios componentes militares asaltaron La Casona y el

palacio de Miraflores, este último con varias tanquetas blindadas. Entre

dichos componentes se encontraba un par de Brigadas de Paracaidistas que

comandaba el propio Chávez, quien estuvo a cargo de las operaciones en

Caracas, mientras que otros oficiales que hacían parte del golpe de Estado

controlaban exitosamente diversas instalaciones militares en las otras tres

mayores ciudades del país: Maracay (sede oficial del Ejército), Maracaibo

(segunda ciudad en importancia en Venezuela y sede principal de las

mayores actividades petroleras) y Valencia (principal ciudad industrial del

país). Al parecer, las comunicaciones entre los diversos componentes rebeldes

fallaron y, además, un delator en Caracas obstruyó el funcionamiento

del golpe, con lo cual se hizo particularmente complicado continuar con

este. La toma de los objetivos golpistas en Caracas resultó infructuosa, ya

que el presidente CAP logró escapar de Miraflores y dirigirse a la nación

a través de la televisión, hacia las 2 de la mañana, con lo cual demostró

estar a salvo y continuar al frente de la presidencia.




  Horas más tarde los sublevados de Caracas se rindieron. Según los

testimonios del propio Chávez –especialmente los recopilados en el conjunto

de extensas entrevistas recogidas en el libro de Agustín Blanco Muñoz

Habla el comandante y otros militares rebeldes–, estos deciden abortar la

intentona ante las mencionadas fallas de comunicación, algunos errores

de coordinación y la falta de apoyo popular. El hecho de que nadie en las

calles manifestara su apoyo a la insurrección (Blanco Muñoz, 1998: 246)

fue, según Chávez, una de las causas de su rendición. Lo cierto es que el

golpe tomó por sorpresa a mucha gente en Venezuela, incluido el gobierno.

A pesar de que los informes internos de las Fuerzas Armadas habían

venido dando cuenta reiteradamente de la actividad irregular de ciertos

componentes, no se tomaron decisiones al respecto con antelación al golpe.

En general, parece que los indicios acerca del movimiento subversivo

fueron menospreciados. Ya en la mañana, a Chávez le dieron la oportunidad

de dirigirse al país por televisión para que pidiera la rendición de

sus compañeros golpistas aún alzados. Sus palabras más famosas en aquel

momento («… por ahora, nuestros objetivos no han sido cumplidos…») y

su imagen quedaron grabadas en el imaginario colectivo venezolano, con

todas las repercusiones del caso. En un país al que le parecía que nadie

asumía la responsabilidad de nada, el hecho de ver a un enjuto soldado

asumiendo la responsabilidad de su golpe fracasado cautivó la imaginación

de muchos.




  Más tarde comenzaron a saberse detalles de la conspiración. El núcleo

del movimiento golpista se había fundado en 1982, bajo la denominación

de EBR-200 «… por Ezequiel Zamora, Bolívar y Rodríguez, en cuanto a la

trilogía del árbol de las tres raíces. Y además significa Ejército Bolivariano

Revolucionario y 200 por el marco del bicentenario de Bolívar…» (Blanco

Muñoz, 1998: 58), luego MBR-200. Involucrados en la conspiración había

tanto civiles como militares, especialmente algunos conocidos políticos,

militantes de la izquierda más radical. El movimiento había ido logrando

ganar adeptos dentro de las Fuerzas Armadas y conformar un grupo notablemente

numeroso, hasta el punto que el sistema político se mostraría

luego muy timorato a la hora de procesar a los golpistas por temor a que se

produjesen más sublevaciones. Las decisiones tomadas por la Corte Marcial

que se constituyó para juzgar a los militares rebeldes fueron disueltas

por la Corte Suprema de Justicia, y el propio Chávez se negó a asistir a los

tribunales a reconocer los cargos que se le querían imputar.




  Es posible que Chávez estuviera esperando acontecimientos posteriores.

En efecto, el 27 de noviembre de 1992 se produjo un nuevo golpe

de Estado. No habían pasado ni nueve meses del primer golpe cuando

nuevamente efectivos militares protagonizaron una segunda intentona. Hugo

Chávez ha afirmado ser el «promotor» del segundo golpe, dado que desde

la cárcel había seguido manteniendo contacto con los militares rebeldes

que no habían sido descubiertos en el primer golpe (Blanco Muñoz,

1998: 321). Esta vez la iniciativa estuvo a cargo, principalmente, del contralmirante

Hernán Gruber Odremán y del general Francisco Visconti, e

incluyó la participación de aviones de combate que bombardearon (infructuosamente)

el palacio de Miraflores. En esta ocasión los militares alzados

lograron tomar las instalaciones de emisión de las principales cadenas de

TV públicas y privadas y transmitieron un famoso video en el que unos

civiles y militares, fusil en ristre, afirmaban tener control de la situación y

estar instaurando un nuevo gobierno. Sin embargo, este segundo intento

también fracasó. Nuevamente la gente se quedó en sus casas y, por segunda

vez, problemas de comunicación impidieron que fructificaran sus acciones

armadas. Algunos de los protagonistas fueron arrestados, pero otros, incluyendo

a Visconti, lograron escapar a Perú, donde el gobierno de Alberto

Fujimori les otorgó asilo.




  En un trabajo de carácter académico (Martínez Meucci, 2008a).

hemos explicado en profundidad los dos golpes militares de 1992 como el

resultado de una combinación entre condiciones estructurales y comportamiento

de los actores. Asimismo, allí distinguimos las «oportunidades

políticas», «estructuras de movilización» y «procesos enmarcadores» que

permitieron tales golpes de Estado. Aquí simplemente nos limitaremos a

señalar algunos aspectos. En primer lugar, el contexto de las oportunidades

políticas en el que sucedieron dichas intentonas golpistas se caracterizó

por una coyuntura internacional de profundos cambios estructurales, los

cuales indujeron a su vez relevantes reformas internas que alteraron los

acuerdos básicos sobre los cuales se sustentaba la paz social en Venezuela

(los acuerdos de Punto Fijo y el reparto de la renta petrolera).




  En segundo lugar, y refiriéndonos al proceso enmarcador golpista,

cabe resaltar la notable ligereza con que tanto la gente de la calle como

miembros de la clase dirigente y la intelectualidad venezolanas se mostraban, si no proclives, por lo menos tolerantes con la idea de un golpe de

Estado como vía plausible para intentar solucionar los males que aquejaban

a la democracia venezolana. Por su parte, los golpistas (especialmente

el propio Chávez) siempre dejaron en claro su voluntarismo y profunda

confianza en la acción directa como vía para la materialización de un

modelo alternativo a la democracia liberal, sin manifestarse por entonces

como comunistas o marxistas, pero demostrando una clara simpatía hacia

el régimen de Fidel Castro y autocalificándose de nacionalistas y antiimperialistas.

Adicionalmente, con el tiempo se ha develado la existencia de

toda una red de militantes de la izquierda radical venezolana que operaba

de forma más o menos coordinada dentro del plan conspirativo de Chávez,

que incluía elementos provenientes de la subversión de los años sesenta e

incluso tenía vínculos con algunos partidos políticos. Y aunque la gente

no apoyó abiertamente los golpes, entre otras cosas porque estos tomaron

por sorpresa a la sociedad venezolana (la cual no había vivido un golpe de

Estado desde hacía décadas), sí hubo un proceso de identificación progresiva

durante los años siguientes, hasta el punto de que Hugo Chávez

logró ganar las elecciones presidenciales de 1998. Los actores políticos que

protagonizaron los golpes de 1992 capitalizaron al máximo una situación

estructural crítica y un discurso generalizado que desvalorizaba el régimen

democrático de aquel entonces.




  En tercer y último lugar, la estructura de movilización del golpe

se gestó casi por completo dentro de las Fuerzas Armadas, aun cuando

contara con apoyo de ciertas organizaciones políticas de la izquierda más

radical; por lo tanto, se puede afirmar que dicha estructura de movilización

respondía a una mentalidad típicamente castrense. El hecho de que

el movimiento naciera clandestinamente dentro del Ejército constituye

una característica fundamental que ha dejado su impronta en el estilo de

gobierno del presidente Chávez, así como también en los modos de acción

que han caracterizado a sus partidos y organizaciones políticas. Con respecto

al componente civil del movimiento en sus orígenes, se puede afirmar

que, en general, durante la ejecución de los golpes, aquellos civiles

que debían desempeñar alguna función no la cumplieron, recayendo toda

la responsabilidad y el peso de la acción sobre los componentes militares.

Chávez había planteado incorporar a civiles en acciones armadas, copiando

la organización de los Batallones de la Dignidad que Noriega había preparado

en Panamá (Blanco Muñoz, 1998: 153), un plan que finalmente no

se materializó por completo. Asimismo, ha sostenido que contaba con, al

menos, 10% del Ejército en 1992 (Blanco Muñoz, 1998: 149).




  Aunque no pudieron materializar su objetivo de tomar el poder,

los golpes militares de 1992 tuvieron un impacto decisivo en la posterior

evolución del sistema político venezolano. A partir de entonces los hechos

se sucedieron de manera tal que colapsaron la democracia nacida en 1958,

dando paso a nuevas realidades políticas. Tal como dijo Chávez, refiriéndose

al 4 de febrero: «Sin duda que le dimos un golpe medular al sistema

político, al sistema militar» (Blanco Muñoz, 1998: 261). La consecuencia

más grave de la crisis política que consumaron los golpes de 1992 fue la

posterior destitución de CAP como presidente de la República, situación

inédita en la historia democrática y civil del país. La sociedad, pero sobre

todo el sistema político en su conjunto, optó por hacer de Pérez el chivo

expiatorio de la crisis, y por negarse a asumir los cambios y reformas que

este intentaba introducir en la economía y la estructura del Estado. La

adicción generalizada al rentismo petrolero era para entonces demasiado

fuerte, como lo sigue siendo al día de hoy.




  Es probable que el descalabro no haya sido mayor debido al proceso

de descentralización política que para entonces tenía lugar en Venezuela.

Si los partidos tradicionales y sus dirigencias se mostraron tremendamente

ineficaces a la hora de gestionar la crisis de los golpes, también es cierto

que la gente tendió a depositar su confianza, durante aquellos momentos

críticos, en los nuevos liderazgos que surgieron a partir de las distintas

gestiones locales y regionales. Gobernadores y alcaldes, tanto de derecha

–como Oswaldo Álvarez Paz o Henrique Salas Römer– como de izquierda

–entre ellos Andrés Velásquez y Aristóbulo Istúriz–, representaron un

refrescamiento de la clase política que, al menos durante un tiempo, concentró

las esperanzas de los votantes y encarnó la opción civilista frente a

la vía de las armas.




  Sin embargo, tales liderazgos no lograron derrotar, en las elecciones

de 1993, a la opción abanderada por el octogenario expresidente Rafael

Caldera, quien en esa ocasión encabezaba un conglomerado de pequeños

partidos de izquierda, conocido como el «Chiripero», el cual enarboló un

discurso prácticamente «restaurador» del viejo modelo político. Durante

los dos primeros años de su segundo gobierno, Caldera intentó moderar

drásticamente el proceso de reformas liberales iniciado por el gobierno

anterior, pero pronto se vio que la situación de las finanzas públicas requería cambios profundos: el aparato del Estado era demasiado voluminoso,

costoso e ineficiente, y el peso de la deuda pública interna y externa era

considerable. Además, el sistema financiero privado colapsó en 1994. La

necesidad de devaluar el bolívar y de recortar el gasto público se hizo patente.

Para colmo de males, el gobierno de Caldera cerró su administración en

1998 con los precios del barril por debajo de los 9 dólares. Este panorama

venía de perlas a los militares golpistas de 1992, los cuales, habiendo sido

previamente sobreseídos por Caldera y puestos en libertad, conservaban

aún intactas sus ambiciones políticas.




  El chavismo llega al poder




  Frente a las opciones que presentaron los partidos tradicionales AD

y COPEI, así como los nuevos liderazgos provenientes de la descentralización

–especialmente Henrique Salas Römer, de Proyecto Venezuela–, se

fue erigiendo con fuerza la candidatura de Hugo Chávez, con un golpe de

Estado como único mérito que mostrar. Los golpes militares no parecían

despertar en Venezuela el justificado y terrible temor que suscitan hoy en

día en países, por ejemplo, como Chile, Argentina o Perú; por el contrario,

sembraron en muchas personas la esperanza de que las cosas pudieran

cambiar en algún momento de forma inesperada y poco convencional,

casi milagrosa. Nación marcada por la larga sombra del militarismo,

en Venezuela todavía mucha gente recordaba con agrado la dictadura de

Pérez Jiménez, a la cual consideraban un período de orden y desarrollo.

Apostando por un discurso frontal, vestido de liqui-liqui, ensalzando la

figura de Bolívar y con la fama de líder decidido y –paradójicamente– responsable

que se ganó ante muchos con su temeraria acción del 4F, Chávez

lideró el llamado Polo Patriótico, que incorporó a los partidos Patria Para

Todos (PPT), Partido Comunista de Venezuela (PCV), Movimiento al

Socialismo (MAS), pero sobre todo al recién creado Movimiento Quinta

República, cuyas siglas (MVR) establecían una fórmula de continuidad

con el subversivo MBR-200. La oferta electoral de Chávez giró en torno

a la promesa de acabar con la corrupción que encarnaba la clase política

tradicional, la eliminación de la pobreza y la convocatoria de una Asamblea

Constituyente para «refundar la República».




  Frente al reto que Chávez le lanzaba al sistema, empleando sus propias

reglas, la clase política de aquel momento demostró carecer de ideas,

organización y reflejos políticos. Ni la candidatura de Irene Sáez, ex-Miss

Universo y exalcaldesa del municipio caraqueño de Chacao, ni la de Luis

Alfaro Ucero, un octogenario que no terminó la educación primaria, entusiasmaron

al electorado. Las vacilaciones de AD se mantuvieron hasta el

último momento, en parte como consecuencia de los buenos resultados

obtenidos en las elecciones legislativas de octubre de 1998, cuando los adecos

lograron consolidarse como la principal fuerza parlamentaria del país

con un 24,19%, seguidos por un outsider como el MVR, con un 19,83%.

Así, la decisión final de apoyar a Henrique Salas Römer, quien se convirtió

en la única opción viable frente a Chávez, llegó demasiado tarde.




  Chávez ganó los comicios con un apoyo del 56,2% de los votos

válidos, frente al 40% obtenido por Salas. Luego de tomar posesión del

cargo y de jurar sobre «esta moribunda Constitución» –la de 1961– que

impulsaría cambios trascendentales en el país, el nuevo presidente convocó

la realización de un referéndum consultivo, a través del cual la población

venezolana podría solicitar la instalación de una Asamblea Constituyente.

Aunque este mecanismo no estaba previsto en la constitución de 1961, y

por lo tanto fue impugnado ante la Corte Suprema de Justicia, la máxima

autoridad judicial del país falló a su favor, sosteniendo la tesis de la primacía

del poder constituyente sobre el poder constituido (empleada por el

abad de Siéyès durante la Revolución francesa) para emprender tal tarea.

El referéndum tuvo lugar el 25 de abril de 1999 y se saldó con el triunfo

de la propuesta de Chávez, ya que 87,75% de los votantes se manifestó a

favor, si bien la abstención registró un 62,35% (cifras del CNE).




  Poco después se determinó que los miembros de la elección de

la Asamblea Constituyente serían elegidos popularmente el 25 de julio

de 1999. Esta elección, que registró un 53,8% de abstención (cifras del

CNE), también es un indicador del impresionante entusiasmo que despertaba

Chávez en la mayor parte de la población venezolana. Dado que

no se empleó un sistema de representación proporcional, sino mayoritario,

y tomando en cuenta que la mayoría con la que contaba el chavismo

era muy homogénea en todo el país, los representantes del Polo Patriótico

obtuvieron 122 de los 128 escaños en disputa (los tres que completaban los

131 estaban previamente asignados a representantes de etnias indígenas,

que fueron favorables al chavismo). En otras palabras, más del 95% de

los asambleístas que redactaron la nueva Constitución apoyaban a Hugo

Chávez, y el 35% de la población que no votó por ellos solo contó con 6

representantes (menos del 5%) en la Asamblea Constituyente, los cuales,

obviamente, no ejercieron ningún peso. Dicha Asamblea fue instalada a

principios de agosto, y en su reglamento interno se autocalificó de «originaria», lo cual le permitía actuar sin limitantes impuestas por la Constitución

y la institucionalidad existentes.




  La Corte Suprema de Justicia ratificó poco después la «supraconstitucionalidad» de la Asamblea Constituyente, limitando así sus propias

funciones y cediendo al cuerpo deliberativo recién electo unas facultades

inusitadas. La nueva Constitución fue elaborada a toda velocidad y ratificada

mediante referéndum el 15 de diciembre de 1999, con la aprobación

de un 71,78% de los votantes y alrededor de un 56% de abstención,

y entraría en plena vigencia el 30 de diciembre de 1999, día en que fueron

definitivamente disueltos la Corte Suprema y el Congreso. Asombra

todavía, por cierto, la facilidad con que las máximas autoridades a cargo

de todos los poderes públicos aceptaron, sin ofrecer mayor resistencia, que

sus mandatos fueran disueltos o menoscabados. Con el año 2000 se inició

un período de transitoriedad, durante el cual las funciones de gobierno

recayeron en el llamado popularmente «congresillo», una pequeña asamblea

extraordinaria designada para tal efecto, dirigida por el ministro del

Interior y entonces máximo consejero de Chávez, Luis Miquilena. De este

modo, la conformación de todas las ramas del Poder Público nacional

quedó, en cierta manera y hasta la elección de los nuevos diputados, bajo

la tutela del congresillo, y por lo tanto, del Ejecutivo.




  Como consecuencia de la aplicación de la nueva Constitución,

muchas cosas cambiaron en el entramado institucional del país. El nuevo

texto constitucional, considerablemente más extenso que el anterior (350

artículos en vez de 250), de inmediato resultó objeto de polémica. A la

par que introdujo la posibilidad de hacer referendos en muchas materias

y estableció numerosas garantías y nuevos derechos, suprimió la figura

del Senado –algo peculiar en un país de Constitución federal–; retiró al

Congreso –órgano que pasó a llamarse Asamblea Nacional– la atribución

de nombrar los altos mandos militares para otorgársela al presidente; se

concedió el derecho de votar a los militares; se crearon dos nuevas ramas

del Poder Público, como son los poderes Ciudadano y Electoral (aparte

de los tradicionales Ejecutivo, Legislativo y Judicial); se creó la figura del

vicepresidente y se extendió el mandato presidencial de 5 años sin reelección

a 6 años con posibilidad de una reelección. Como punto de honor,

y a pesar de que la Asamblea había votado en contra de tal proposición,

Chávez exigió el cambio del nombre oficial de la nación, que pasó así a

denominarse República Bolivariana de Venezuela, en vez de República

de Venezuela. Dentro del espíritu del constituyente se aprecia, en líneas

generales, una voluntad explícita de sustituir la democracia representativa

por la participativa, aspecto que analizaremos más adelante.




  En un principio, el período de transitoriedad debería haber terminado

el 28 de mayo de 2000, fecha para la cual estaban pautadas las

popularmente llamadas «megaelecciones». En ellas deberían ser elegidos

prácticamente todos los cargos públicos de elección popular del país, pues

al haberse anulado todos las ramas del Poder Público era necesario volver

a elegir presidente, diputados, gobernadores, alcaldes, etc. El gobierno

pudo así afirmar que se había fundado una nueva República, la quinta, en

contraposición a una cuarta que correspondería al período «puntofijista»;

ello a pesar de que siempre se habló de la existencia de tres repúblicas en la

historia de Venezuela. En cuando al período presidencial, se consideró que

empezaba uno nuevo a partir de las recientes elecciones, de modo que el

tiempo transcurrido desde la llegada de Chávez al poder no formaría parte

de dicho período. Las «megaelecciones» finalmente no se realizaron en

mayo, sino en julio de 2000, y el principal contendiente de Hugo Chávez

en su intento de mantenerse en el poder fue su compañero de armas, también

alzado y encarcelado el 4 de febrero, Francisco Arias Cárdenas, considerado

más moderado que el barinés; esta circunstancia demuestra hasta

qué punto la población venezolana descartaba a los partidos tradicionales

como una opción política viable. La victoria de Chávez volvió a ser arrolladora.

Con un registro electoral ampliado en 700.000 nuevos votantes con

respecto a diciembre de 1998, Chávez se impuso de nuevo, aumentando

ligeramente su apoyo tanto en el número total de votos (3.757.773, frente

a 3.673.685 en 1998) como en porcentaje (59,7%, frente a 56,2% en

1998); la abstención fue de un 43,69%. Al mismo tiempo, su partido, el

MVR, alcanzó la victoria en 13 –más de la mitad– de los estados del país,

y el oficialismo obtuvo una sólida mayoría en el parlamento.




  La Administración de Chávez contaba a partir de entonces con un

panorama inmejorable para el ejercicio de gobierno. Y sin embargo, el presidente

aún habría de acumular mayores facultades. Tres meses después de

instalada la nueva Asamblea Nacional, de mayoría oficialista, esta emitió

una Ley Habilitante (Gaceta Oficial n.° 37.077 Ordinaria, 14 de noviembre de 2000), que facultó al presidente Chávez para gobernar por decreto,

durante 12 meses, en materias correspondientes a los ámbitos financiero,

económico y social, de infraestructura, transporte y servicios, de la seguridad

ciudadana y jurídica, ciencia y tecnología y de la organización y

funcionamiento del Estado. Si bien los poderes concedidos al presidente

se extendían por un año, no fue sino hasta el final de dicho período, en

noviembre de 2001, cuando 49 decretos-leyes fueron promulgados. Dos

factores marcaron la tensa calma que precedió la promulgación de dichos

decretos-leyes. El primero fue la incertidumbre con respecto al contenido

de dicha legislación, no conocido públicamente; el segundo lo constituyó

el discurso presidencial, que había ido haciéndose cada vez más pugnaz y

polémico, marcado por una retórica basada en la idea de lucha de clases

y que iba distinguiendo progresivamente a los venezolanos entre «oligarcas» y «patriotas», siendo los primeros quienes se oponían a su proyecto,

y los segundos quienes lo apoyaban. En efecto, este discurso, que se fue

convirtiendo en un verdadero motor de la radicalización política, establecía

una línea de continuidad entre el «pasado», la «Cuarta República», los

«privilegiados», los «culpables» de la crisis nacional, los «traidores» y los

«opuestos al proceso de cambios» (la oposición política y social). Dentro

de la retórica presidencial, todo ello caía en una misma categoría, frente a

la cual se oponía otro bando, en el cual se establecía, también retóricamente,

una identidad o continuidad entre «el proceso de cambios», la «Quinta

República», los «excluidos», los «patriotas», los salvadores y refundadores de

la nación, el «pueblo» inmaculado, puro y sufrido, corazón de la nación.




  Las consecuencias de esta retórica de la polarización no pueden ni

deben ser menospreciadas. Por un lado, el discurso de Chávez lograba

que el chavista (generalmente perteneciente a los estratos populares) se

sintiera identificado con el presidente, representado al fin por un político,

reivindicado en su padecer, incluido en la sociedad, tomado en cuenta

para la toma de las decisiones públicas y, desde cierto punto de vista,

también liberado de responsabilidades. Sin embargo, los sectores medios

de la sociedad (muchos de los cuales estuvieron al principio a favor del

nuevo gobierno) tendieron a ir retirándole gradualmente su apoyo en la

medida en que no se sentían identificados, sino más bien atemorizados con

el discurso cada vez más radical del presidente Chávez. A pesar de que en su

retórica no había un ataque directo a la clase media como

tal, sí existía una crítica directa contra valores consolidados en ese sector

social, tales como la propiedad privada, la necesidad de protegerse frente

a la delincuencia, la facultad de los padres de elegir la educación de sus

hijos o el rechazo a las guerrillas.




  La falta de diálogo con el sector empresarial, así como con los sindicatos

–todavía controlados por AD– ocasionó que la política económica

del gobierno rápidamente fuera objeto de rechazo por parte de estos sectores

sociales medios. Asimismo, los intentos de reformular la educación

pública, tanto a nivel escolar como universitario, fueron percibidos como

amenazas por amplios sectores de la población, que temían el desarrollo

de una política educativa destinada a adoctrinar a los niños y adolescentes.

Por otra parte, la acelerada promoción de cuadros militares, así como

la asignación a la Fuerza Armada de una serie de tareas que los llevaban a

tener poder en el ámbito civil (por ejemplo, el Plan Bolívar 2000), generó

grandes suspicacias y no pocas inquietudes en el seno de la institución castrense.

Adicionalmente, y como herencia del «período de transitoriedad»,

cerca del 80% de los jueces mantenían un carácter provisional, con lo cual

no tenían estabilidad en sus cargos ni confianza para fallar libremente. En

resumen, de los discursos y acciones políticas del presidente Chávez comenzó

a desprenderse la sensación de que el «proceso», tal como lo llaman sus

seguidores, estaba por encima de la Constitución y las leyes.




  El detonante del surgimiento del movimiento social (desarticulado,

espontáneo, en buena medida desamparado por los partidos políticos

y renegando de ellos) con el que finalmente la oposición enfrentaría

al chavismo lo constituyó la promulgación en noviembre de 2001, de los

famosos 49 decretos-leyes. La reconstrucción minuciosa de la evolución

del conflicto durante el período 2001-2005 corresponde a los siguientes

seis capítulos; de momento, aquí solo queremos indicar que en Venezuela

se fueron perfilando dos identidades colectivas diferentes, cuyo enfrentamiento

ha ocasionado el desarrollo de un nuevo patrón de conflicto: ya

no se trataba de una población descontenta que se enfrentaba a su clase

política, sino de un país polarizado en dos grupos autopercibidos como

distintos y opuestos. Tal como se explicará en las siguientes páginas, no era

cuestión de un choque entre dos grupos políticos; se trataba en el fondo de

una confrontación vital entre dos modelos antagónicos de sociedad, entre

una democracia pretendidamente liberal (con mucho de pactada y rentista

todavía) y otra iliberal, totalitaria y plebiscitaria, tendiente al socialismo

(igualmente rentista). La forma en la que se articuló este nuevo conflicto

sobre causas ya viejas no facilitó su conducción pacífica y negociada; por

el contrario, se convirtió en motor para la confrontación y la polarización

social. En resumen, fue así como Venezuela comenzó a deslizarse peligrosamente

desde la lógica de la paz, basada en la tolerancia y el diálogo razonado,

hacia la lógica de la guerra, que consiste en la medición de fuerzas

y la derrota del enemigo. Del conflicto agonal (donde los contendientes

compiten pero no buscan su mutuo sometimiento) que caracterizó la etapa

civil de la República, el país se fue deslizando hacia una dinámica de conflicto

existencial (en el que cada bando se convence de que su oponente

debe ser sometido o destruido).




  Capítulo II


  La escalada del conflicto (septiembre de 2001-abril de 2002)




  11 de septiembre de 2001: una fecha crucial




  La fecha del 11 de septiembre de 2001 será recordada como un hito

en la historia de las relaciones internacionales. A partir de ese día se desencadenarían

poderosas dinámicas que modificarían las relaciones de poder

entre las naciones. No cabe duda de que los atentados terroristas contra

los Estados Unidos y la destrucción de las torres gemelas del World Trade

Center de Nueva York marcarán para siempre la memoria de tal fecha. Pero

a nivel hemisférico, ese día también reviste particular importancia porque

en la ciudad de Lima (poco tiempo después de la salida de Alberto Fujimori

del poder) los representantes de los países integrantes de la Organización

de Estados Americanos firmaron un novedoso documento, titulado Carta

Democrática Interamericana. La iniciativa, adelantada personalmente

por el secretario general de la organización hemisférica, el expresidente

colombiano César Gaviria[1], constituía la culminación de largos esfuerzos

diplomáticos[2] que pretendían dotar a la OEA de una herramienta que la

constituyera como vigilante y garante multilateral de la democracia en el

continente. Con la excepción de Cuba, que no formaba parte de dicha

organización desde los años sesenta, América iniciaba el siglo XXI libre de

los regímenes dictatoriales y autoritarios que tan corrientes fueron durante

el siglo XX. La oportunidad parecía entonces ideal para que los gobiernos

de los países miembros se comprometieran, con la firma de tal documento,

a preservar la democracia en América, convirtiéndola así en una situación

estructural y permanente.




  Pero, ¿qué tipo de democracia se buscaba promover y preservar? A

pesar de que la palabra «liberal» no aparece en toda la Carta, está claro

que la democracia que defiende es la democracia liberal, ya que en dicho

documento se aboga por «el respeto a los derechos humanos y las libertades

fundamentales; el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al Estado de

Derecho; la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en

el sufragio universal y secreto como expresión de la soberanía del pueblo;

el régimen plural de partidos y organizaciones políticas; y la separación

e independencia de los poderes públicos» (artículo 3). De igual modo,

se considera que «la transparencia de las actividades gubernamentales,

la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública, el

respeto por los derechos sociales y la libertad de expresión y de prensa»,

así como «la subordinación constitucional de todas las instituciones del

Estado a la autoridad civil legalmente constituida y el respeto al Estado

de Derecho de todas las entidades y sectores de la sociedad son igualmente

fundamentales para la democracia» (artículo 4). La Carta hace además

referencia explícita a la democracia representativa (artículos 2 y 3), pero

no así a una democracia participativa, si bien aclara que «la participación

de la ciudadanía en las decisiones relativas a su propio desarrollo es un

derecho y una responsabilidad. Es también una condición necesaria para

el pleno y efectivo ejercicio de la democracia» (artículo 6).




  Por su parte, el gobierno venezolano se encontraba claramente insatisfecho

con el espíritu de la Carta. Ya a comienzos de 2001, durante la

III Cumbre de las Américas que se celebró los días 20, 21 y 22 de abril en

Québec, la diplomacia de Caracas había mostrado sus reticencias a apoyar

las iniciativas conducentes a un consenso continental para el respaldo de la

democracia, al menos entendida en los términos señalados anteriormente.

Venezuela fue entonces el único país que puso reservas a la hora de firmar

el documento final, que incluía una «cláusula democrática»; de hecho, en

la redacción final del documento, luego de la frase «Hemos adoptado un

Plan de Acción para fortalecer la democracia representativa, promover

una eficiente gestión de gobierno y proteger los derechos humanos y las

libertades fundamentales», consta que «Venezuela reserva su posición». La

cumbre de Québec también constituyó un fuerte respaldo a las negociaciones

del ALCA (Área de Libre Comercio para las Américas) por parte

de los gobiernos del hemisferio, iniciativa a la cual se oponía igualmente

el gobierno venezolano.




  Se comprende entonces que el precedente sentado por Venezuela en

Québec generase cierta inquietud y expectativa unos meses más tarde en

Lima, el día de la firma de la Carta Democrática de la OEA, ya que cabía

la posibilidad de que Caracas se negara a firmar el documento. Tal como

lo señalara el periodista colombiano Mauricio Vargas,




  

    «El coordinador del grupo de trabajo que tenía la misión de sacarla adelante, el embajador colombiano Humberto de la Calle, era más bien pesimista. Saltaba a la vista que Venezuela volvería a ponerse al frente de varios países del Caribe para frenar la aprobación o cuando menos conseguir que la cumbre limara los colmillos de la nueva herramienta, en cuanto a la intervención en un país para defender la integridad de su democracia (2001: 48).»


  




  Esto, sin embargo, no sucedió. Es posible que el impacto de los

atentados terroristas en los Estados Unidos haya influido para que Venezuela

se reservara aquel día sus críticas a la Carta y decidiera firmarla sin

objeciones. Nuevamente Vargas señala que el secretario de Estado de los

Estados Unidos, Colin Powell:




  

    «(…) llegó a la sede de la reunión, recibió el apoyo solidario de los demás países de la OEA y tomó la palabra para invitar a todos a aprobar sin más dilaciones la Carta Democrática que, según él, también era una herramienta en la lucha contra el terrorismo internacional. En menos de siete minutos la Carta fue aprobada. Venezuela y los países del Caribe comprendieron que no había ambiente para atravesar nuevos obstáculos y sin ofrecer oposición, se unieron a los demás para aprobar la Carta por unanimidad (2001: 48-49).»


  




  Fue así como, sin objeciones de ningún tipo, la Carta Democrática

quedó ratificada por unanimidad, quedando así la OEA facultada para

vigilar el normal funcionamiento democrático de las instituciones de sus

países miembros, enviar misiones exploratorias (previo consentimiento

del gobierno en cuestión) e incluso suspender temporalmente a un país

(mediante el voto afirmativo de dos terceras partes de los miembros) como

miembro de la organización hemisférica en caso de verificarse una ruptura

del orden democrático en su gobierno.




  El gobierno venezolano, que ya había comenzado a desplegar una

agenda internacional opuesta a la de los Estados Unidos en casi todos los

aspectos, observaba con recelo el nuevo instrumento, ya que temía la posibilidad

de que Washington lo empleara como mecanismo de control sobre

su política revolucionaria. Bien sabido era que el vínculo entre el gobierno

de Chávez y el régimen de Fidel Castro, así como la visita del presidente

venezolano al Irak todavía gobernado por Saddam Hussein en agosto de

2000 (la primera por parte de un jefe de Estado democráticamente electo

desde la primera Guerra del Golfo, en el marco de una gira por los diez

países de la OPEP) eran elementos que causaban particular inquietud en

Washington. Además, según afirma Eva Golinger, días antes de la firma

de la Carta Democrática, Caracas había anunciado que no renovaría el

acuerdo de cooperación militar bilateral con los Estados Unidos, que había

estado en vigor durante 50 años (2005: 36).




  A estos factores habría que sumar la actitud del gobierno de Chávez

frente a la respuesta de la administración Bush a los atentados terroristas del

11 de septiembre, circunstancia que pudo haber sido la gota que derramó

el vaso de la tolerancia estadounidense frente a la nueva agenda de la política

exterior venezolana. La primera reacción del presidente venezolano,

así como la del canciller y otros miembros del gobierno de Caracas, fue

de enérgica condena a los atentados del 11 de septiembre, a los que, por

radio y TV, calificó de «actos abominables», y argumentó que no existía

ninguna razón para secuestrar aviones y:




  

    «[…] embestirlos de manera salvaje, irracional y diabólica contra una estructura llena de seres humanos […] Las armas solo pueden ser usadas por una razón suprema, por un interés superior. Lo que vimos allí fue otra cosa, salvajismo, crueldad, terrorismo, irracionalidad[3].»


  




  Chávez incluso llegó a ofrecer ayuda en las labores de búsqueda de

víctimas en Nueva York. No obstante, dicha ayuda fue rechazada por la

embajadora norteamericana en Venezuela, Donna Hrinak, en un evidente

gesto de amarga reciprocidad a la negativa que interpuso el gobierno de

Chávez para recibir ayuda de equipos militares estadounidenses, con ocasión

de la tragedia natural de los deslaves del estado de Vargas, cuando decenas

de miles de venezolanos quedaron damnificados (diciembre 1999).




  Se deterioran las relaciones Caracas-Washington




  Poco después, Caracas endureció su posición. El gobierno venezolano

comenzó a marcar ciertas distancias frente a la eventual invasión de

Afganistán, actitud que Washington consideró como manifestación de una

peligrosa ambigüedad y potencial hostilidad. Mientras el presidente Chávez

manifestaba su rechazo ante la posibilidad de que se desatara una guerra,

el ministro de la Defensa, José Vicente Rangel, señalaba que Venezuela

apoyaba la lucha antiterrorista, pero sin otorgar apoyo incondicional a la

declaración de guerra al terrorismo (War on Terror) de la administración

Bush, caracterizada por lo difuso de su definición. Por su parte, el embajador

venezolano en la OEA, Jorge Valero, llamó a «deplorar el choque

de las civilizaciones. Hay que fomentar el diálogo entre las civilizaciones,

entre las religiones, entre el cristianismo y el islam». Días más tarde, el 17

de septiembre de 2001, la embajadora Hrinak se reunió con el canciller

Luis Alfonso Dávila en Casa Amarilla, sede del Ministerio de Relaciones

Exteriores de Venezuela. A su salida, Hrinak señaló que había pedido

información y apoyo al gobierno venezolano sobre posibles movimientos

de terroristas en el país. Al día siguiente, Estados Unidos comenzó la

movilización militar en el marco de la operación Justicia Infinita, y pocos

días después le seguirían las tropas británicas.




  El 21 de septiembre, el canciller Dávila señalaba en la sede de la

OEA en Washington (en el marco de una reunión convocada de emergencia

con la finalidad de tratar el tema del terrorismo) que si bien Venezuela

apoyaba la lucha global antiterrorista, exigía respeto al Derecho Internacional y solicitaba la renovación o reformulación del TIAR (Tratado Interamericano

de Asistencia Recíproca). El día 29, en un artículo de prensa,

el canciller señalaba también que la nueva política exterior de Venezuela

estaba enfocada a fortalecer la multipolaridad en el mundo. El propio

presidente Chávez señaló el día 26, en el marco de una reunión del Pacto

Amazónico que se celebraba en Colombia, que el asunto debía ser debatido

en las Naciones Unidas.




  Pero al gobierno de Hugo Chávez se le venía acusando de ser un

potencial colaborador del terrorismo. Por aquellas fechas, el gobierno de

Andrés Pastrana se encontraba en medio de un polémico e infructuoso

proceso de negociación con las FARC, la guerrilla más antigua del continente.

Como parte del acuerdo para iniciar las negociaciones, el gobierno

colombiano había despejado una zona más grande que El Salvador,

en torno a San Vicente del Caguán. Las negociaciones no iban por buen

camino[4] y había rumores en torno al supuesto apoyo que Caracas brindaba

a las FARC. El 25 de septiembre, el gobierno de Venezuela pidió explicaciones

al de Bogotá por unas grabaciones difundidas en un canal privado

en Colombia, en las que se veía a Diego Serna, guerrillero de las FARC,

moviéndose junto a Chávez en una visita de este a Bogotá.




  El ministro de Defensa venezolano, José Vicente Rangel, echaría

gasolina al fuego al señalar días después que el gobierno venezolano no

consideraba a las FARC un grupo terrorista, «porque si lo fueran, el presidente

Pastrana no hablaría con ellos. Con los terroristas no se dialoga».

Rangel condenaba firmemente los ataques norteamericanos en Afganistán,

al tiempo que afirmaba que Ilich Ramírez Sánchez, mejor conocido como

El Chacal (uno de los más connotados terroristas del siglo XX, detenido

desde 1994 y encarcelado en Francia) no sería considerado terrorista por

el gobierno venezolano hasta tanto fuera juzgado y sentenciado como tal

en el país. Para ese momento el gobierno de Chávez solicitaba la repatriación

de El Chacal a Venezuela; en una entrevista publicada el día 21 de

octubre de 2001, Ramírez señalaba que no se consideraba terrorista, sino

revolucionario, y que se solidarizaba con la lucha de Osama Bin Laden

contra el imperialismo yanqui.




  Washington no ocultó su incomodidad ante la ambigüedad de Caracas.

A pesar de que los Estados Unidos celebraron la iniciativa del gobierno

venezolano de intentar controlar los precios del petróleo[5], las declaraciones

de Rangel contribuyeron a alimentar el recelo de los Estados Unidos con

respecto a la actitud de Caracas en torno al terrorismo. Así, la embajadora

Hrinak señaló el 19 de octubre que «las declaraciones de Chávez han sido

de mucho apoyo […] aunque hay que reconocer que hubo algunas confusiones,

la semana pasada, con informaciones aportadas por otras personas

del gobierno». Cuando Rangel le contestó días después, afirmando que

todos en el gobierno habían sido sumamente claros, Hrinak dejó en claro

que las declaraciones de ciertos funcionarios venezolanos habían tenido

un costo para el gobierno en términos de «credibilidad», y ello llevó a la

Cancillería venezolana a exigirle explicaciones.




  La desconfianza entre Caracas y Washington aumentaba también por

los contactos que la oposición venezolana mantenía con los norteamericanos.

Durante el mes de octubre de 2001, el alcalde metropolitano de la ciudad

de Caracas, el opositor Alfredo Peña, estuvo en Washington y Nueva York,

donde acordó una visita del exasesor de inteligencia de la alcaldía de esta

última ciudad, William Bratton, para ayudarle a mejorar el desempeño de

la Policía Metropolitana. Peña era a la sazón el más duro crítico de Chávez

en Venezuela, y sus contactos con los Estados Unidos siempre fueron vistos

con desconfianza por parte del gobierno revolucionario de Caracas.




  Las posibilidades de acercamiento entre los gobiernos de Chávez

y Bush se verían truncadas de forma casi permanente a partir del 29 de

octubre, cuando el presidente Chávez, a su llegada de una gira internacional,

no solo acusó a Peña y a varios medios de comunicación privados de

estar conspirando para derrocar su gobierno, sino que condenó los ataques

norteamericanos en Afganistán, mientras mostraba por TV varias fotos de

niños afganos mutilados. Estas declaraciones hicieron saltar las alarmas en

Washington, que procedió a llamar a consultas a su embajadora Hrinak.




  Los atentados del 11 de septiembre obligaron al gobierno estadounidense

a adoptar una política enérgica frente a las nuevas amenazas que

le ofrecía la política internacional; así se lo demandaron los ciudadanos

de los Estados Unidos. La presión por ofrecer una respuesta efectiva y

coherente produjo la política de la War on Terror, que obligó al resto del

mundo a definir sus posturas de forma tajante y radical frente al problema

del terrorismo internacional. Esta iniciativa no se caracterizó precisamente

por la sutil diplomacia de la administración Bush; antes bien, su apego

irrestricto a una visión poco flexible de los asuntos públicos e internacionales

generó no pocas dudas en el concierto internacional. Frente a esta

conminación, el gobierno venezolano terminaría por asumir una postura

totalmente contraria a la agenda desarrollada por Washington. Desde

nuestra perspectiva, resulta crucial entender que el gobierno de Chávez

se autopercibía como revolucionario y, por ende, como portador de una

visión radical que esencialmente se opone al statu quo internacional.




  Ante lo anterior, cabe hacerse un par de preguntas: en primer lugar,

la adopción de esta postura radical por parte del gobierno venezolano ¿fue

forzada en algún sentido por los Estados Unidos? La respuesta es no; al

menos desde nuestro punto de vista. El gobierno venezolano bien podría

haber asumido una posición menos combativa y más moderada que la

adoptada por la propia administración Bush, pero de hecho no eludió el

choque diplomático ni el conflicto ideológico; incluso parece haberlo buscado.

En segundo lugar, ¿estuvo tal postura motivada por la firme creencia

en ciertos principios acerca de lo que debe ser la política internacional, o

constituyó la adopción de una postura defensiva a priori, de cara a potenciales

presiones por parte de los Estados Unidos? Desde nuestro punto de

vista, la respuesta es que ambas razones operaron de forma conjunta y se

combinan para comprender la posición del gobierno venezolano.




  Nuestra respuesta a ambas preguntas se fundamenta en el hecho de

que la agenda de política exterior que ya venía desarrollando el gobierno de

Chávez había registrado importantes encontronazos con la Casa Blanca[6], que además estaba ocupada por un gobierno no precisamente pragmático

y sí bastante intransigente. La actitud del gobierno de Chávez, que

simultáneamente desarrollaba una agenda opuesta a la estadounidense y se

manejaba con sumo recelo frente a instrumentos como la Carta Democrática

de la OEA, evidenciaba su clara conciencia de que la visión implícita

tanto en su programa de gobierno como en su política exterior terminarían

por colisionar, en un futuro no muy lejano, con la visión defendida

por los Estados Unidos. En otras palabras, hay dos opciones: o el gobierno

venezolano se encontraba conformado por funcionarios inconscientes,

audaces hasta la torpeza y la irresponsabilidad, o bien por un conjunto de

personas con conciencia y voluntad revolucionaria, esto es, conocedores

de que el orden que pretendían implantar era incompatible con el statu

quo nacional e internacional y que tarde o temprano chocaría irremisiblemente

con dicho orden.




  Preferimos pensar lo segundo. Si el gobierno de Chávez hubiera

considerado desde un principio que las reformas radicales que pretendía

acometer no chocarían tan violentamente con los valores de la democracia

liberal, no habría tenido ninguna razón, más allá de una enfermiza paranoia,

para temer violentas reacciones por parte de los Estados Unidos o de

otros países. El punto es que en efecto las temía porque sabía que su apuesta

significaría una afrenta radical al statu quo regional. Al mismo tiempo,

la administración Bush también pareció ser la única que se tomó en serio

el desafío que le presentaba el gobierno de Chávez, que sin constituir (ni

mucho menos) una amenaza existencial para los Estados Unidos, sí estaba

orientada a subvertir el orden hemisférico que se pretendía consolidar con

la Carta Democrática de la OEA en la esfera de lo político, y que el ALCA

buscaba materializar en el ámbito económico. Así, la polarización a nivel

internacional en el contexto del 11 de septiembre resultó ser un potente

combustible para alimentar la conflictividad que ya venía teniendo lugar

en el ámbito de la política interna.




  Noviembre de 2001: un mes crítico




  Retomando el hilo de los acontecimientos a nivel interno, es preciso

recordar que en el año 2000 la nueva Asamblea Nacional, conformada mayoritariamente

por fuerzas políticas que apoyaban a Chávez, le había otorgado

al presidente amplios poderes especiales (Ley Habilitante) para que pudiera

legislar durante doce meses por decreto en prácticamente todas las materias.

El plazo de tales poderes especiales se vencía en noviembre de 2001, de

modo que había gran expectativa en torno a cuáles serían las nuevas leyes,

cuya elaboración se mantenía apartada de la opinión pública. Dichas leyes,

ilusionantes para el chavismo, eran previstas por la oposición como el inicio

de una arremetida del Estado contra la propiedad privada, la educación y la

independencia sindical/gremial. El discurso agresivo de Chávez no ayudaba

demasiado a rebajar las angustias de la oposición. Tal como lo reseñaba

entonces Ernesto Villegas para El Universal, el presidente señalaba a principios

de octubre de 2001, en el acto de juramentación de la nueva directiva

del MVR y poco antes de iniciar una extensa gira internacional, que:




  

    ««Estamos comenzado a tocar los intereses reales de la oligarquía […] se incrementan las amenazas y conspiraciones», pero advirtió que «esta es una revolución pacífica, pero no desarmada», a diferencia de la de Allende. Aclaró, «para que no se equivoquen los enemigos», que al hablar de armas se refería a «fusiles y tanques», y apuntó que «la FAN está de este lado». También advirtió que de la Asamblea Nacional «o salen leyes revolucionarias o que no salgan». Mencionó la Ley de Educación, en la que «los escuálidos [opositores] metieron unos artículos». «Llamé a mis amigos de la AN y les dije: estoy seguro de que ustedes no van a aprobar esa ley y si llegaran a aprobarla, por Miraflores no pasa[7].»


  




  Estas declaraciones eran críticas en un momento en el que algunas

secciones de Fedecámaras[8] (federación nacional de cámaras de empresarios)

temían por los intereses de sus agremiados y la CTV (Confederación de

Trabajadores de Venezuela) desconocía un referéndum que amenazaba su

independencia sindical. Recordemos que Chávez había convocado dicho

referéndum el 3 de diciembre de 2000, para que toda la población mayor

de edad decidiera sobre el futuro de la CTV. Esta, que mantenía fuertes

lazos con el partido socialdemócrata Acción Democrática (AD), denunció

el hecho ante la OIT, que lo condenó como un atentado a la libertad

sindical y exhortó al gobierno a no realizar el referéndum[9].




  Noviembre de 2001 fue un mes clave en el escalamiento del conflicto

interno. El gobierno de Chávez se veía en la necesidad de desmentir

la posibilidad de sufrir un golpe de Estado[10] o un estallido social, mientras

que el Alto Mando Militar venezolano emitía un documento de respaldo

al presidente Chávez y diversos oficiales de alto rango le ratificaban su

apoyo irrestricto[11]. Ante la inminente promulgación de las nuevas leyes,

las asociaciones de empresarios y comerciantes solicitaban una vacatio legis.

Antonio Herrera Vaillant, vicepresidente entonces de la Cámara de Comercio

e Industria Venezolano-Americana (Venamcham), explicaba que la

solicitud de una prórroga por parte del empresariado en la discusión de las

leyes que serían inminentemente emitidas era el resultado de que dichas

leyes «se hayan manejado como una caja negra, cuyo contenido nadie ha

leído, agravado porque sí se conocen las declaraciones y los antecedentes

de algunas de las personas que las están elaborando. No puede haber

sino preocupación»[12]. Tanto en el empresariado como en los sindicatos se

comenzaban a escuchar convocatorias a un paro nacional. Si bien Pedro

Carmona Estanga, presidente de Fedecámaras, señalaba que de momento

dicho paro no estaba contemplado, Fedepetrol (el sindicato de trabajadores

petroleros del cual provenía Carlos Ortega) sí realizó un paro durante 12

horas el día 9 de noviembre de 2001 en la petrolera estatal PDVSA. Por otra

parte, una comisión de la Asamblea Nacional investigaba a quien entonces

aparecía como principal figura de la oposición, el alcalde metropolitano

Alfredo Peña, por supuesta «traición a la patria», debido a sus declaraciones

con respecto a la aparente infiltración de un guerrillero de las FARC en la

comitiva del presidente Chávez en una de sus visitas a Bogotá.




  En el ámbito internacional las cosas seguían complicándose. Luego

de haber llamado a consultas a la embajadora Hrinak, el 7 de noviembre

el Departamento de Estado volvió a demandar una «posición clara e

inequívoca» de todos los países de la coalición antiterrorista, a pesar de

reconocer que el gobierno venezolano le había comunicado que no tenía

intención de dañar las relaciones con los Estados Unidos. Sin embargo,

Caracas mantenía esfuerzos diplomáticos que se oponían a la ocupación

norteamericana de Afganistán. El 8 de noviembre se instaló en Caracas

un Encuentro Latinoamericano y Caribeño sobre el Diálogo de Civilizaciones,

basado en una resolución de la ONU que declaraba al año 2001

como «Año Internacional del Diálogo entre Civilizaciones», a raíz de una

propuesta realizada por Mohammed Jatami, el líder reformista iraní. Las

declaraciones realizadas en este foro por la vicepresidenta de la República,

Adina Bastidas, quien parecía justificar el terrorismo a solo un mes de los

atentados del 11/S, claramente estuvieron dirigidas contra el gobierno de

Washington, y en efecto le causaron una pésima impresión. En esa oportunidad,

Bastidas distinguió entre lo que llamó terrorismo de los opresores

y terrorismo de los oprimidos, siendo este último:




  

    «[…] un subproducto perverso y lamentable de la dominación Wasp [White, AngloSaxon, Protestant], que llega a hacerse insoportable para los más radicales o violentos de los dominados, lo que los lleva a desesperadas explosiones destructivas y asesinas [y criticó lo que denominó] los mandamientos de la ley del Dios occidental en las grandes potencias dominantes [que estarían dictados por el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Banco Mundial (BM) y la Organización Mundial del Comercio (OMC)][13].»


  




  La embajadora Hrinak contestó al día siguiente, advirtiendo que «la

erradicación del terrorismo se ha convertido en el objetivo prioritario de

mi gobierno […] mediremos nuestras relaciones con los demás países de

acuerdo con la cooperación que ellos aporten en este esfuerzo»[14]. Un hecho

que demuestra que los Estados Unidos pensaban adoptar un perfil más duro

frente a Venezuela desde principios de octubre es que desde entonces se

había designado a Charles Shapiro (un diplomático de carrera que dirigía

la Oficina de Asuntos Cubanos del Departamento de Estado desde 1999 y

con experiencia en Chile) para sustituir a Donna Hrinak, sustitución que

no tendría lugar sino hasta mucho después. «Mientras tanto, los representantes en el Congreso de los EE.UU., Ballenger (republicano) y Delahunt (demócrata) se entrevistaron con Chávez en Miraflores el 12 de noviembre para tratar de limar asperezas. En el futuro, dichos parlamentarios desarrollarían una interesante labor diplomática»[15].




  Septiembre de 2001 no solo había registrado importantes acontecimientos

a nivel internacional que repercutirían en el conflicto venezolano. También fue el momento en el que, por primera vez, las encuestas

señalaron que el gobierno de Chávez no contaba con el respaldo de la

mayoría de la población[16]. Las fortísimas críticas emitidas en los medios

de comunicación privados, el lenguaje particularmente agresivo del presidente

Chávez y la falta de resultados concretos en su gestión, son factores

que se combinaban para explicar tal descenso de su popularidad. En esta

época las reservas internacionales del país se encontraban por el orden de

los $12.400 millones, mientras el petróleo venezolano se cotizaba alrededor

de los $16,5 por barril, lo cual daba poco margen de acción al gobierno

de Caracas. Poco a poco los cacerolazos y las protestas callejeras se fueron

haciendo más comunes. El ministro del Interior, Luis Miquilena, mantenía

una posición más conciliadora que Chávez y llamaba al diálogo, pero

dicha postura se encontraba fuera de la tónica general del gobierno; no en

balde el experimentado Miquilena preveía el enfrentamiento por venir, y

por ende llamaba a disminuir la conflictividad que venía in crescendo.




  El 13 de noviembre, cuando se vencía el plazo de los poderes especiales

otorgados por la Ley Habilitante, el presidente Chávez señaló en

cadena nacional que los 49 decretos-leyes estaban listos. Las nuevas leyes

afectaban desde la distribución de la tierra y el régimen de explotación

petrolera hasta las operaciones bancarias, la propiedad privada y el régimen

de libertades. Las protestas de una parte de la población no se hicieron

esperar. A partir de ese momento, Fedecámaras, irritada por la inoperante

comunicación con el gobierno, expresó su «decepción y frustración» por la

forma en que se aprobaron las leyes y acordó suspender el diálogo, argumentando

que se había convertido en un monólogo. Como respuesta, el

presidente Chávez desacreditó a Fedecámaras como organismo interlocutor

del empresariado[17]. Al mismo tiempo, el candidato del gobierno para

dirigir la CTV, Aristóbulo Istúriz, solicitó al TSJ la anulación de las elecciones

sindicales, medida contra la cual los sindicatos de la CTV, desconocidos

por el gobierno y liderados por Carlos Ortega, estaban dispuestos

a desarrollar un paro nacional. Por su parte, el ministro Rangel ofrecía el

día 17 unas declaraciones en las que se mostraba firme pero preocupado,

dando a entender que el gobierno se haría obedecer.




  

    «En Venezuela no va a haber golpe de Estado. Algunos piensan eso porque en las encuestas aparece una baja en la popularidad del presidente, pero no podemos descalificar un gobierno constitucional por esas mediciones. Además, nosotros tenemos otras encuestas y otra percepción. Aquí la única salida es el diálogo, porque lo otro es la violencia. Insisto: aquí no habrá golpe, y, si se intenta, va a ser algo sumamente cruento, porque el gobierno no va a correr. Ninguno de nosotros tiene vocación de asilo, que eso quede sumamente claro. Se pueden albergar reservas con respecto a la sinceridad de la voluntad de diálogo por parte del presidente, pero lo que no se discute es que Chávez se queda hasta el final de su mandato constitucional[18].»
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